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#ENSEÑATUETIQUETA



El papel del sector privado en la erradicación 
de la explotación laboral en la industria 
textil.



El 30 de julio se conmemora el día mundial contra la trata de 
personas. A pesar de los incansables esfuerzos que se han 
realizado en México y en el mundo, 
lamentablemente todavía es un asunto invisible ante millo-
nes de personas. Contrario a lo que la mayoría de la literatu-
ra asegura, la trata de personas incluye más modalidades 
que la explotación sexual. Es por esto que este año decidi-
mos trabajar sobre la explotación de persnas en la industria 
textil: un sector en donde apenas pocas empresas han 
tomado cartas en el asunto. Este documento se realizó en el 
marco de nuestra campaña #EnseñaTuEtiqueta, en donde 
buscamos crear conciencia sobre las condiciones en las que 
es fabricada la ropa que usamos todos los días. Al informar-
nos podemos disminuir de forma directa la explotación de 
personas. Invitamos a todas las personas que tengan en sus 
manos este documento 
a revisar los resultados en nuestras redes sociales. 
Quisiera agradecer a Luisa Castillo, Fernando Calvillo, David 
Martín, Humberto San Millán y a Julia Zanella a quienes apo-
yaron a la elaboración de este documento, así como a Ana 
Paula Pérez Gallardo y a Daniela Lara quienes ejecutaron 
de forma exitosa la campaña
#EnseñaTuEtiqueta. 
Necesitamos más personas como ustedes en este mundo. 
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INTRODUCCION

En el caso de la explotación textil en países europeos es notorio que su principal 
involucramiento es la importación de productos como ropa y calzado de países 
donde existe la esclavitud moderna. En países donde existe la explotación labo-
ral, la mayoría de sus víctimas son migrantes provenientes de África o Medio 
Oriente. Por lo que, la trata con fines de explotación laboral amenaza con 
infiltrarse en la economía legal, donde baja los salarios y obstaculiza el creci-
miento económico. Es por ello, que se han dado la tarea de regular el sector 
privado y la cadena de suministros para evitar que se utilicen esclavos modernos 
o en su defecto que hayan sido producido por estos medios. 
El Consejo de la UE identificó la trata con fines de explotación laboral como parte 
de las prioridades clave del Ciclo de Políticas de la UE para la delincuencia inter-
nacional organizada y grave y su impacto durante los períodos 2014-2017 
y 2018-2021.  
Asimismo, Europol ha apoyado una operación a nivel de la UE llevada a cabo 
por las inspecciones de trabajo y las autoridades de aplicación de la ley dirigidas 
a grupos del crimen organizado que trafican a personas vulnerables con fines de 
explotación laboral. Estas operaciones se dirigieron a diferentes sectores, como 
el transporte, la agricultura, la construcción, la industria textil, de alimentos y 
restauración, así como las actividades comerciales. Las autoridades competen-
tes investigaron no solo las industrias clave en las que se explota a las víctimas 
o corren un gran riesgo, sino también los sitios web de reclutamiento que se 
utilizan para anunciar trabajos que hacen que las víctimas sean explotadas y 
empresas sospechosas que operan a través de las fronteras. Además, los 
controles se llevaron a cabo en los puntos fronterizos de los países de origen, 
tránsito y destino.

EUROPA

INTRODUCCIONINTRODUCCION
Ya sea moda de alta calidad, muebles de una tienda departamental o incluso 
huevos en un supermercado, consumidores alrededor de todo el mundo están 
exigiendo cada vez más saber si sus bienes están siendo contaminados por la 
esclavitud moderna. 
La esclavitud forzosa existe a lo largo de la cadena de suministros en todas las 
industrias, desde la pesca hasta la textil y la tecnológica. Los productos se fabrican, 
envasan y distribuyen en un proceso que vincula a múltiples proveedores en 
diferentes países. 
Toma una camiseta como ejemplo, considera lo que sucede antes de que llegue a 
los estantes. Innumerables pares de manos recogerán el algodón, lo limpiarán y 
comprimirán, tenerlo arbolado antes de coserlo, cortar, etiquetar y empacar. 
La esclavitud moderna ha surgido como un problema global, donde la mayoría de 
las personas que viven en condiciones de esclavitud son víctimas de trabajo forza-
do. Están atrapados en fábricas, sitios de construcción, granjas, botes pesqueros y 
minas o en salones de belleza y auto-lavados; obligados a realizar trabajos domés-
ticos y sexuales. 
Hoy en día, compañías alrededor del mundo se encuentran bajo una creciente 
presión por parte de gobiernos y consumidores para asegurar que sus operaciones 
no involucren trabajos forzosos o en condiciones de esclavitud moderna. Grandes 
marcas internacionales como Adidas, Apple, Intel, Nestle, M&S y Walmart han 
comenzado a investigar sus propias cadenas de suministro y han actuado para 
corregir los daños causados.
Al mismo tiempo, muchas empresas están creando asociaciones para intercambiar 
información valiosa, y trabajan con ONG’s para brindar capacitación sobre los 
riesgos que implica el trabajo forzoso.  
En el contexto internacional, la Ley Británica de esclavitud moderna de 2015 requie-
re que las empresas que facturen de 36 millones de libras o más, divulguen pública-
mente lo que están haciendo para combatir este problema. Francia ha aprobado 
una ley similar y Australia pronto puede seguir su ejemplo. 
A continuación, se enumeran algunos casos exitosos que se han realizado con el 
apoyo del sector privado en diferentes regiones del mundo:



1.La Directiva de la UE 2011/36/UE sobre la prevención y el combate a la trata de seres humanos.
2.La Directiva 2014/24 / UE sobre alentar a los países europeos a "comprar socialmente" teniendo
 en cuenta las consideraciones sociales en sus procesos de contratación pública, aunque no se dirigen espe-
cialmente a las cadenas de suministro. El artículo 57 de la Directiva 2014/24 / UE requiere que las autorida-
des públicas excluyan a una empresa del proceso de adquisición o adjudicación si ha sido condenada por 
sentencia firme por trabajo infantil o trata de personas. La Directiva también recomienda la integración de 
consideraciones sociales como parte de las condiciones de cumplimiento del contrato, incluyendo pedir a las 
empresas que cumplan con los convenios fundamentales de la OIT, como el Convenio 29 sobre trabajo 
forzoso y el Convenio 182 sobre las peores formas de trabajo infantil. Algunos países que ya lo tipificaron 
son: 
a.Francia: ordenanza no. 2015-899, de 23 de julio de 2015, en relación con los contratos públicos y su Decre-
to de implementación no. 2016-360 del 25 de marzo de 2016. 
b.Alemania: Parte IV de la Ley de Restricciones de la Competencia.
c.Italia: Decreto Legislativo n. 50/2016 
d.Reino Unido: Reglamento de contratos públicos de 2015 (Inglaterra y Gales) y Reglamento de contratos 
públicos (Escocia) 2015. Fecha de transposición marzo 2016, abril 2016, febrero de 2015 (Inglaterra y Gales) 
y diciembre 2015 (Escocia). 
3.La Directiva de la UE 2014/95/UE sobre divulgación de información no financiera y de diversidad, que 
requiere que las grandes empresas incluyan en los informes de gestión una declaración no financiera que 
contenga información relacionada con los derechos sociales, ambientales y humanos. En general, todas las 
leyes nacionales requieren que los informes de la compañía cubran los siguientes temas: desempeño 
ambiental, asuntos sociales y de empleados, derechos humanos, corrupción y medidas contra el soborno. 
En la categoría de derechos humanos se incluye la esclavitud moderna. En términos generales, las empre-
sas deben divulgar esta información si tienen más de 500 empleados o son una entidad de interés público. 
Veintisiete países de la UE han transpuesto totalmente la Directiva a la legislación nacional. Se estima que 
la legislación cubrirá alrededor de 6.000 grandes empresas en toda la UE. Entre estas empresas cuentan 
aquellas que se dedican a la parte textil. 
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Asimismo, la Unión Europea ha realizado llamadas de atención en la Fashion Industry 
o Appeal indusry en otros países condenando sus acciones como por ejemplo en Turquía 
sobre el derecho laboral de los trabajadores de todas las industrias incluyendo la textil. 





ALEMANIA
Su problema más grave es regular la importación de productos fabricados por 
manos esclavas. Para ello, Alemania trabaja directamente con las empresas para 
poder analizar que no esté sucediendo ninguna irregularidad. 
Para ello, ha implementado la Directiva de la UE sobre la lucha contra la trata de 
seres humanos y la protección de sus víctimas (2011/36/UE). Esta ley fue reforma-
da de manera integral en octubre de 2016 para ajustar el concepto de trata de 
personas a la definición internacional. De acuerdo con la sección 232 (1) del código 
penal, ahora es ilegal que cualquier persona explote la difícil situación o el estado 
de residencia vulnerable de otra persona en un país extranjero para reclutar, trans-
portar, transferir, albergar o recibir individuos para explotarlos. Se penaliza por 
separado el trabajo forzado bajo la sección 232b. Considerando que la explotación 
del trabajo también se ha incluido en la definición de explotación laboral en la Sec-
ción 233 del Código Penal alemán.

Alemania no tiene una agencia dedicada a realizar el mandato de inspecciones 
laborales integrales, incluida la identificación de víctimas de explotación laboral 
forzada. Esto se debe a la estructura federal de Alemania, ya que las competencias 
se dividen entre agencias federales y estatales. A nivel federal, la Unidad de Monito-
reo Financiero para Combatir el Empleo Ilícito, que forma parte de la Autoridad Cen-
tral de Aduanas, lleva a cabo inspecciones en el lugar de trabajo; sin embargo, su 
principal responsabilidad es buscar empleos ilegales y verificar si los empleados 
están correctamente asegurados en el sistema de seguridad social, no identificar 
las condiciones de la esclavitud moderna.

Asimismo, este estado ha tenido un Grupo de trabajo federal sobre la trata de 
personas desde 1997 y, en 2015, el gobierno estableció un Grupo de trabajo federal 
sobre la lucha contra la trata de personas con fines de explotación laboral. Ambos 
grupos están compuestos por representantes de los ministerios federales y estata-
les, la policía, los fiscales y ONG’s. Generalmente tales grupos sirven como plata-
formas para intercambiar ideas, hacer recomendaciones y redactar documentos 
para generar políticas públicas.
En diciembre de 2015, el gobierno publicó su primer Plan de Acción Nacional sobre 
Empresas y Derechos Humanos, cuyo objetivo es proporcionar una hoja de ruta 
para la implementación de los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre 
Empresas y Derechos Humanos (UNGPs). Incluye medidas para implementar una 
contratación pública socialmente responsable, así como requisitos para mejorar la 
situación en las cadenas de suministro de las empresas. 

El gobierno alemán adoptó la Directiva de la UE 
2014/95/UE sobre "Divulgación de información no finan-
ciera y de diversidad" a la ley nacional en marzo de 2017 
a través de la Ley de implementación de la Directiva de 
CSR. Las empresas que cotizan en bolsa y que tienen un 
personal de más de 500 empleados y un balance general 
de más de 20 millones de euros o una facturación de más 
de 40 millones de euros deben divulgar información sobre 
el impacto que sus prácticas comerciales tienen en la 
sociedad y el medio ambiente. Aunque el informe sobre la 
esclavitud moderna no se menciona específicamente, La 
Cláusula 289 (c) define que las empresas deben informar 
sobre sus prácticas laborales, como el cumplimiento de 
los convenios laborales fundamentales de la OIT, incluida 
la prohibición del trabajo forzoso.
En 2014, el Ministerio de Cooperación y Desarrollo Eco-
nómicos inició Textile Partnership, que reúne a miembros 
de la industria textil y de la confección, minoristas, sindi-
catos y la sociedad civil con el objetivo de cumplir con 
estándares de sostenibilidad, como los UNGP y los están-
dares laborales fundamentales de la OIT, y para garanti-
zar la debida diligencia corporativa en el sector textil y de 
la confección.
En 2016, Alemania reformó su ley de contratación pública 
que transpuso la Directiva de contratación de la UE 
2014/24/UE a la legislación nacional. El artículo 57 de la 
Directiva requiere que las autoridades públicas excluyan 
a una empresa del proceso de adquisición o adjudicación 
si la empresa fue condenada por utilizar mano de obra 
infantil o trata de personas. La Directiva también reco-
mienda la integración de consideraciones sociales como 
parte de las condiciones de cumplimiento del contrato, 
como pedir a las empresas que cumplan con los conve-
nios fundamentales de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), como el Convenio núm. 29 sobre el trabajo 
forzoso y el Convenio núm. 182 sobre las formas de 
trabajo infantil.  La Parte IV de la Ley de Restricciones de 
la Competencia recientemente implementada enfatiza la 
importancia de cumplir con la legislación laboral y social. 
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Según el párrafo 123, los motivos obligatorios para excluir a un operador económico de un contrato público o proceso de licitación incluyen la trata de personas,
 el trabajo forzado y la explotación sexual forzada.
Alemania adoptó el 2015 Modern Slavery Act del Reino Unido y ha tenido grandes resultados. Los sectores más representados son los materiales, los bienes de capi-
tal, y los bancos. Asimismo, se siguen sumando más compañías y otras actualizan sus declaraciones. Estas declaraciones varían en calidad, con algunas compañías 
que incluyen información completa sobre su respuesta a la esclavitud moderna en las cadenas de suministro hasta declaraciones que no están disponibles en la 
página de inicio o que no han sido firmadas por un CEO o director. Algunos ejemplos de compañías alemanas que se sumaron al Modern Slavery Act de la fashion 
industry son Hugo Boss AG y Puma; así como compañías como GmBH & Co.
En resumen, Alemania ya implementó varias políticas públicas que son demandas de la comunidad internacional como: 
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•Procedimientos públicos:

•Cadena de suministro: Las políticas requieren que las empresas informen sobre sus acciones para minimizar el riesgo de trabajo forzoso en su cadena de suministro 
por medio de la Ley de implementación de la Directiva de RSE.

•Otras iniciativas: El gobierno identifica los sectores de riesgo y toma medidas para trabajar con estos sectores para erradicar la esclavitud moderna, en el caso 
alemán fue a través de Textiles Partnership. 

Pautas para los funcionarios de contratación pública para Xprevenir el uso de la esclavitud moderna en bienes públicos, se proporcionan a    través del “Municipality 
Compass”.

Políticas de contratación pública que prohíben explícitamente el emplear empresas sospechosas de usar trabajo forzoso / comprar productos que se hicieron utilizan-
do trabajo forzoso, bajo la Parte IV de la Ley de Restricciones de la Competencia. 

ESPAÑA
En el caso de España existen varias acciones y políticas públicas relacionadas con la trata de personas. Sin embargo, en este apartado solo se darán a conocer aque-
llas vinculadas con la explotación laboral, ya que en ella se encuentra inmerso el sector textil. 
Existen acuerdos entre países sobre migración laboral, que brindan protección a los migrantes laborales, pero no acuerdos sobre el número de migrantes laborales 
enviados/recibidos. El acuerdo laboral entre España y Ecuador, España y Malí, España y Marruecos, España y Mauritania incluye la protección de los trabajadores 
migrantes. La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea abarca los derechos sociales y laborales de todos los trabajadores migrantes de la UE. 
España ha adoptado la Directiva 2011/98/UE sobre un conjunto común de derechos para los trabajadores de terceros países que residen legalmente en un estado 
miembro en la legislación nacional.
El gobierno financia inspecciones laborales que se realizan con la intención específica de encontrar víctimas modernas de esclavitud en el sector informal. La financia-
ción del gobierno se define como el apoyo monetario o en especie. El sector informal incluye trabajadores en industrias no reguladas, como el trabajo sexual, los hornos 
de ladrillos, la agricultura, la industria textil, la pesca y el trabajo doméstico. Estas inspecciones se han realizado desde el 30 de junio de 2012. 
La definición legal de un empleado incluye a todos los trabajadores vulnerables, como trabajadores domésticos, migrantes, de la construcción, marítimos, textilería, 
etc. Si la jurisdicción no tiene una definición genérica de empleado o código laboral, la información puede provenir de las ONG’s, legislación relacionada, o informes. 
En otras palabras, los datos de la encuesta primaria indican que las leyes laborales se extienden a todos, sin embargo, la definición de trabajador no está contenida 
en el código laboral. El gobierno elabora e implementa políticas y normas de contratación pública que prohíben explícitamente la participación de empresas sospecho-
sas de utilizar el trabajo forzoso o la compra de productos que se hicieron utilizando el trabajo forzoso. 



La ley de contratación pública proporciona un conjunto de reco-
mendaciones para la inclusión de consideraciones sociales en 
diferentes pasos de los procedimientos de contratación pública, 
incluida la evaluación de la capacidad técnica, los criterios de 
exclusión, los criterios de selección y las condiciones de imple-
mentación del contrato.

Asimismo, hay evidencia de que el gobierno ha trabajado con 
contratistas que han sido identificados por tener problemas con el 
uso del trabajo forzoso para implementar planes de acción correc-
tiva o donde prevalece el uso del trabajo forzoso y el contratista 
no está dispuesto a trabajar con el gobierno, con evidencia de 
que el gobierno ha cancelado contratos. Algo que ocurre desde 
aproximadamente 2012.

Además, están las leyes o políticas que impiden la importación de 
bienes y servicios realizados con trabajo forzoso.

Por otro lado, el plan de acción nacional para combatir la trata de 
personas con fines de explotación laboral que se había redactado 
con la participación de los sindicatos nunca se adoptó, a pesar de 
las recomendaciones del Defensor del Pueblo español y el Sub-
secretario de Estado de Empleo y Seguridad Social donde se 
estipulaba que deberían de acelerar la publicación. Igualmente, la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social (ITSS) también apoya 
la adopción de dicho plan y ha comunicado su voluntad de cola-
borar en este tema con el relator nacional.

internacional como: 
•Procedimientos públicos: España ha aplicado la Directiva de la 
UE 2014/24/UE a partir del 9 de septiembre de 2017, la cual 
prohíbe explícitamente contratar empresas sospechosas que 
utilicen trabajo forzoso o compren productos que se hicieron 
usando el trabajo forzoso. 

FRANCIAFRANCIA
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EEn cuestiones de legislatura nacional, Francia tiene el artículo 225-14-1 del Código Penal que 
define el trabajo forzoso como el acto de obligar a una persona, a través de la violencia o la ame-
naza, a realizar un trabajo sin remuneración o por una remuneración que no tenga ninguna rela-
ción con la escala del trabajo realizado. En junio de 2016, Francia ratificó el Protocolo de 2014 
al Convenio de 1930 sobre el trabajo forzoso. A través de esta ratificación, Francia se ha compro-
metido formalmente a aplicar este instrumento internacional, lo que le da un nuevo impulso a la 
acción contra todas las formas de trabajo forzoso entre éstas las vinculadas con la industria 
textil. 
Asimismo, la legislación francesa sobre la trata de personas fue modificada por la Ley núm. 
2013-711 del 5 de agosto de 2013, que se ajusta a la legislación de la UE y los compromisos 
internacionales de Francia. Estas enmiendas aclaran nuevas disposiciones sobre los propósitos 
de la explotación. Además, la Ley núm. 2013-711, que alineó la legislación moderna sobre la 
esclavitud en Francia con las normas de la UE, introdujo un nuevo Artículo 225-4-8 en el Código 
Penal que permitía procesar a los ciudadanos franceses que han cometido actos de trata de 
seres humanos en el extranjero. Estas disposiciones permiten incluso situaciones en las que la 
legislación local no penaliza tales actos y sin que haya una necesidad de que las víctimas 
presenten una queja o del Estado donde se cometieron los actos para denunciarlos.
Por un lado, Francia ha realizado grandes mejoras en sus esfuerzos para coordinar los servicios 
gubernamentales mediante la creación de una misión interministerial para la protección de las 
mujeres contra la violencia y la lucha contra la trata de personas (MIPROF) en enero de 2013 
para coordinar la estrategia de lucha contra este delito a nivel nacional. Estos esfuerzos de coor-
dinación han integrado actores nacionales y locales y organizaciones sin fines de lucro. Asimis-
mo, el gobierno ha hecho algunas mejoras en los servicios de protección para las víctimas de la 
esclavitud moderna.
Por otro lado, en la relación UE y Francia, esta última ha realizado las adecuaciones pertinentes 
en su legislación nacional. En 2015 y 2016, Francia implementó la Directiva 2014/24/UE median-
te la Ley no. 2015-899 (2015) y su Decreto de implementación no. 2016-360 (2016). Esta ley y 
su decreto de implementación se desarrollaron para garantizar la transparencia, la igualdad de 
trato de los posibles licitadores y el acceso abierto a la contratación pública, como anuncios 
públicos abiertos y concursos. Todos los contratos superiores a 25.000 euros están sujetos a 
estos requisitos y deben cumplir con todas las leyes laborales y garantizar que no haya explota-
ción de los trabajadores.  



FRANCIA

La transposición francesa de esta Directiva se encuentra en las enmiendas 
a la Ley de Contabilidad PZE No. 51, donde las empresas con más de 500 
empleados, o una facturación neta de más de 40 millones de euros, o un 
balance general de más de 20 millones de euros, deben publicar un informe 
anual que detalle información no financiera y de diversidad.

En 2017, Francia adoptó una ley de "deber corporativo de vigilancia" que 
obliga a las empresas francesas a implementar un plan efectivo de "vigilan-
cia" o diligencia debida que aborde directa y prácticamente los riesgos rela-
cionados con el medio ambiente, la salud y la seguridad y los derechos 
humanos relacionados con las empresas, incluidas las violaciones graves 
de derechos humanos Derechos y libertades fundamentales. Recordando 
que dentro del concepto derechos humanos se aborda todo tipo de esclavi-
tud moderna como la industria textil. El alcance de la nueva ley se extiende 
a todas las empresas francesas que tienen más de 5,000 empleados a nivel 
nacional o que emplean a 10,000 empleados en todo el mundo. El  artículo 
1 de la ley, que incorpora el artículo L. 225-102-4 del Código de Comercio 
francés, requiere que el plan de vigilancia incluya un mapeo de riesgos y 
procedimientos que mitiguen y prevengan violaciones graves, así como un 
esquema de monitoreo, de esta manera lograr conocer las redes de la trata 
de personas y la vinculación con el sector comercial y de fábrica. 

Francia es otro de los países europeos que adoptó en 2015 el Modern 
Slavery Act del Reino Unido. Los sectores más representados son los 
bancos, los mercados de capitales, el sector de textiles, prendas de vestir y 
bienes de lujo y productos de construcción. Asimismo, se siguen sumando 
más compañías y otras actualizan sus declaraciones. Estas declaraciones 
varían en calidad, con algunas compañías que incluyen información comple-
ta sobre su respuesta a la esclavitud moderna en las cadenas de suministro 
hasta declaraciones que no están disponibles en la página de inicio o que no 
han sido firmadas por un CEO o director. Algunas compañías francesas se 
sumaron al Modern Slavery Act de la fashion industry como Kering. 

En resumen, Francia ha implementado lo siguiente: 
•Procedimientos públicos: Políticas de contratación pública que prohíben 
explícitamente el emplear empresas sospechosas de usar trabajo forzoso/-
comprar productos que se hicieron utilizando trabajo forzoso a través de la 
Ley no. 2015-899, de 23 de julio de 2015, en relación con los contratos públi-
cos y su Decreto de implementación no. 2016-360 de 25 de marzo de 2016 
(transposición de la Directiva de compras de la UE 2014/24 / UE).
•Cadena de suministro: Las políticas requieren que las empresas informen 
sobre sus acciones para minimizar el riesgo de trabajo forzoso en su cadena 
de suministro por medio del Derecho del deber corporativo de vigilancia; 
Enmiendas a la Ley de Contabilidad PZE No. 51 (Directiva de la UE 
2014/95/UE).

La Modern Slavery Act o Ley de Esclavitud Moderna es una ley del Parlamento del 
Reino Unido establecida el 26 de marzo de 2015. Está diseñada para combatir la escla-
vitud moderna. Según la Sección 54 de la legislación, una organización comercial que 
tiene una facturación anual de más de £36 millones y con operaciones en el Reino 
Unido tiene que publicar cada año una declaración sobre los pasos que la compañía ha 
tomado para garantizar que no haya esclavitud o trata de personas en sus cadenas de 
suministro y en su propio negocio, o afirmar que no ha tomado tales pasos. En otras 
palabras, es un acto de transparencia. 
La legislación no prescribe lo que deben incluir estas declaraciones, pero proporciona 
algunas políticas relevantes como: procesos de diligencia debida, mecanismos de 
evaluación de riesgos y gestión de riesgos, programas de capacitación y los medios por 
los cuales la compañía mide la efectividad de estos enfoques. Además, el Ministerio de 
Interior también proporciona apoyo adicional para las empresas. 
Por otro lado, en 2016, la Fundación Walk Free y WikiRate se asoció para desarrollar un 
proyecto de investigación de la Modern Slavery Act que contribuiría a la transparencia 
de la acción corporativa sobre la esclavitud moderna al permitir que las personas intere-
sadas vean y evalúen las declaraciones sobre la esclavitud moderna producidas en 
virtud de la Sección 54 de la UK Modern Slavery Act. El proyecto de investigación 
emplea un enfoque de crowdsourcing para revisar y evaluar las declaraciones alojadas 
en la plataforma BHRRC, reconociendo el valor de tener una plataforma totalmente 
transparente. 
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REINO UNIDO



La plataforma Wikirate permite a los estudiantes universitarios 
y al público en general acceder a las declaraciones y responder 
a una serie de preguntas que evalúan si las declaraciones cum-
plen con los requisitos de la Ley 
y si detallan políticas que permiten a la empresa responder mejor 
a la esclavitud moderna. 

Por otro lado, Reino Unido es la sede de Trust Foundation, la 
cual es el brazo filantrópico de Thomson Reuters. Así como Trust 
está registrada como una organización benéfica independiente 
tanto en el Reino Unido como en los Estados Unidos, es un foro 
de derechos humanos líder en el mundo. Cada año celebran la 
Trust Conference en Londres, que es el evento más emblemáti-
co de la fundación. La conferencia reúne a unos 600 delegados 
de diversos sectores (gobierno, iniciativa privada, sociedad civil, 
estudiantes, academia) que representan a más de 60 países. 

En resumen, Reino Unido ha implementado lo siguiente: 
•Procedimientos públicos: Políticas de contratación pública 
que prohíben explícitamente el emplear empresas sospechosas 
de usar trabajo forzoso/comprar productos que se hicieron 
utilizando trabajo forzoso a través del Reglamento de contratos 
públicos de 2015 (Inglaterra y Gales); Reglamentos sobre 
contratos públicos (Escocia) de 2015 (transposición de la Directi-
va de compras de la UE 2014/24 / UE) 
•Cadena de suministro: Las políticas requieren que las empre-
sas informen sobre sus acciones para minimizar el riesgo de 
trabajo forzoso en su cadena de suministro por medio del Regla-
mento de contratos públicos de 2015 (Inglaterra y Gales); Regla-
mentos sobre contratos públicos (Escocia) de 2015 (transposi-
ción de la Directiva de compras de la UE 2014/24 / UE). 
•Otras alternativas: Gangmasters y Labor Abuse Authority 
(agricultura, horticultura, recolección de mariscos y embalaje 
asociado). 
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Leyes implementadas a nivel nacional, la Ley Nº 199/2016 prevé medidas destinadas a 
mejorar el enjuiciamiento penal de los delitos contemplados en el artículo 603 bis del 
Código Penal ("caporalato"), en particular con respecto a la acumulación de capital 
ilícito y la confiscación de dinero, bienes y bienes adquiridos mediante explotación, 
además de prever indemnizaciones a las víctimas. El gobierno italiano ha tipificado 
como delito el tráfico de personas conforme a la definición internacional del artículo 601 
de su código penal, según lo enmendado por el Decreto Legislativo N ° 24 de marzo de 
2014. Mientras que el trabajo forzoso está tipificado como delito en los artículos 600, 
601 y 603 y la esclavitud está establecido en los artículos 600 y 602. 
En Italia, la explotación laboral afecta principalmente a los trabajadores migrantes en la 
agricultura, la producción textil, la construcción y el trabajo doméstico. La ciudad tosca-
na de Prato es uno de los principales centros de producción de textiles y prendas de 
vestir de Italia, y produce ropa barata para empresas de "moda rápida", así como 
marcas de diseñadores con sede en Italia y en otros lugares de Europa. Prato ha atraído 
a una de las comunidades chinas más grandes de Europa en los últimos 20 años, 
acerca de sus talleres se sabe que utilizan mano de obra ilegal, largas jornadas labora-
les y salarios por debajo del mínimo. Asimismo, casi el 30% de las importaciones totales 
de prendas de vestir de Italia provienen de países que utilizan la esclavitud moderna 
para producir este bien, ya que no toda la fashion industry y la appeal industry italiana 
se produce en su país. 
Desde 2015, para hacer frente a los grandes flujos de personas que cruzan el Mediterrá-
neo en buques no aptos para el transporte, la política de la UE e Italia ha trabajado en 
la búsqueda y rescate de los migrantes con las ONG, los grandes buques mercantes y 
la Guardia Costera de la Armada de Libia.
En enero de 2016, Italia aprobó la Ley Nº 50 (Decreto Legislativo n. 50), que implementa 
las directivas de la UE sobre contratación pública 2014/23, 2014/24 y 2014/25. El  artí-
culo 80 de la nueva ley establece que los poderes adjudicadores excluirán a un opera-
dor económico de la participación en un procedimiento de contratación pública si el ope-
rador fue condenado por sentencia definitiva por trabajo infantil o trata de personas. 
Según el artículo 213 de la ley, la Autoridad Nacional Anticorrupción (Autorità Nazionale
Anticorruzione) es responsable de sancionar a las autoridades públicas que no cumplan 
con la ley.   

ITALIA
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A fines de 2016, el gobierno italiano aprobó un nuevo Plan de 
acción nacional sobre la trata y la explotación grave de seres 
humanos para el período 2016-2018. El Plan es implementado 
por un Comité Directivo (Cabina di regia) e involucra a la socie-
dad civil en sus cuatro grupos de trabajo. El Plan fue monitorea-
do a través de un "Sistema de Monitoreo y Verificación del Plan 
de Acción Nacional". 

Italia también se unió a la Ley de Esclavitud Moderna liderada 
por Reino Unido. En el caso italiano, alrededor de seis declara-
ciones han sido publicadas por seis empresas italianas. Los 
sectores más representados son energéticos, servicios públicos, 
bienes de consumo duraderos y prendas de vestir.  Asimismo, se 
siguen sumando más compañías y otras actualizan sus declara-
ciones. Estas declaraciones varían en calidad, con algunas com-
pañías que incluyen información completa sobre su respuesta a 
la esclavitud moderna en las cadenas de suministro hasta decla-
raciones que no están disponibles en la página de inicio o que no 
han sido firmadas por un CEO o director. Algunas compañías 
italianas que se sumaron al Modern Slavery Act de la fashion 
industry son Prada y YOOX NET-A-PORTER GROUP (grupo 
minorista de moda en línea). 

En resumen, Italia ya implementó varias políticas públicas que 
son demandas de la comunidad internacional como: 

•Procedimientos públicos: Políticas de contratación pública 
que prohíben explícitamente el emplear empresas sospechosas 
de usar trabajo forzoso / comprar productos que se hicieron 
utilizando trabajo forzoso a través del Decreto Legislativo n. 
50/2016 (transposición de la Directiva de contratación de la UE 
2014/24 / UE).
•Cadena de suministro: Las políticas requieren que las empre-
sas informen sobre sus acciones para minimizar el riesgo de 
trabajo forzoso en su cadena de suministro por medio del Decre-
to Legislativo n. 254, 30 de diciembre de 2016, (transposición de 
la Directiva de la UE 2014/95 / UE). 
•Otras alternativas: "Trabajar sobre tabla" (Campaña informati-
va "Lavorare alla luce del sole") del sector agricultor. 
(agricultura, horticultura, recolección de mariscos y embalaje 
asociado). 

ASIA
En el continente asiático el trabajo forzoso ha ido evolucionando a nuevas prácticas y expresio-
nes de este mismo donde los individuos más vulnerables a este tipo de malas prácticas son los 
grupos más pobres de los países en Asia. La geopolítica es un punto clave para el desarrollo y 
crecimiento de la trata de personas como crimen transnacional; ya que debido a la cercanía que 
se tiene en esta región se facilita la creación de rutas para el traslado de personas que son vícti-
mas del trabajo forzoso. El más común de los trabajos forzosos y antiguos en Asia es la servi-
dumbre forzosa, pero esta ha ido tomando nuevas formas. Es decir que se expresa en diferentes 
rubros más allá del doméstico como en sectores económicos como las industrias privadas. El 
sector de la agricultura es uno de los espacios que más víctimas tiene de este delito pero se ha 
ido normalizando en otras industrias como el sector doméstico, las fábricas de ladrillos (kiln), los 
molinos de arroz , la minería y la extracción de piedras y fabricación de alfombras.  Asia es 
comúnmente identificado por el comercio sexual que proviene de las redes de trata sexuales; 
este representa menos del 10% mientras que el trabajo forzoso en sectores como la agricultura 
y la economía representa dos tercios de la victimas de trabajo forzoso junto con la trata de perso-
nas. Las diferentes causas de la trata de personas, en el contexto asiático, son la migración 
irregular, la pobreza, el endeudamiento, la falta de oportunidades de educación y la falta de 
empleo en las comunidades. La desigualdad social también es un factor que fomenta la práctica 
del crimen. Mujeres y niños son vendidos para el comercio sexual, mientras que otros son objeto 
de trata para realizar trabajos domésticos o trabajos agrícolas estacionales, o para mendigar o 
pedir dinero.
Según la Oficina Internacional del Trabajo (OIT), Asia es el continente que más problemas y más 
altos índices de víctimas de trabajo forzoso especialmente en el campo de la servidumbre. La 
forma más generalizada es el trabajo forzoso por deudas, una de las variantes de las formas de 
la trata de personas; los trabajadores domésticos no son reconocidos como trabajadores por lo 
que carecen de derechos laborales.
El trabajo forzoso es una práctica que ha sido ejercida por el mismo Estado como el sector priva-
do de los países. La agencia perteneciente a las Naciones Unidas, ha buscado la cooperación 
con los gobiernos y el sector privado para poder ofrecer, en especial a los grupos vulnerables 
como los migrantes y comunidades en extrema pobreza, justicia social y un reconocimiento 
básico de las distintas prácticas económicas.



La agencia ha buscado implementar con los países asiáticos miembros, el Progra-
ma Especial de Acción para Combatir el Trabajo Forzoso (SAP-FL) el cual realiza 
investigaciones sobre el trabajo forzoso, la sensibilización y su promoción, la forma-
ción y la mejora de la capacidad en los Estados Miembros de la OIT, así como accio-
nes de prevención y rehabilitación basadas en la comunidad, en conjunta colabora-
ción con los gobiernos nacionales y los agentes sociales. La OIT está apoyando a 
países como Filipinas e Indonesia a reforzar la relación con las organizaciones de 
trabajadores domésticos; al igual que establecer un contacto con las organizacio-
nes de trabajadores en lugares de destino como Malasia y Hong Kong.
•Cadena de suministro: Las políticas requieren que las empresas informen sobre 
sus acciones para minimizar el riesgo de trabajo forzoso en su cadena de suministro 
por medio del Decreto Legislativo n. 254, 30 de diciembre de 2016, (transposición 
de la Directiva de la UE 2014/95 / UE). 
•Otras alternativas: "Trabajar sobre tabla" (Campaña informativa "Lavorare alla 
luce del sole") del sector agricultor. 
(agricultura, horticultura, recolección de mariscos y embalaje asociado). 

OFICINA INTERNACIONAL 
DE TRABAJO (OIT) EN ASIA 
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TAILANDIA
Fue el primer país asiático en firmar el protocolo contra el trabajo forzoso de la 
Oficina Internacional de Trabajo que busca reforzar el marco jurídico internacional 
para combatir todas las formas de trabajo forzoso, incluida la trata de personas, y 
exhorta a los Estados que lo ratifican a adoptar medidas para prevenirlo y proteger 
a las víctimas y garantizarles acceso a acciones jurídicas y de reparación. Tailan-
dia ha sido uno de los principales países donde el sector privado ha implementado 
prácticas de trabajo forzoso dentro de la industria de la pesca. La Unión Europea 
señaló las deficiencias del marco de Tailandia en su programa de pesca INDNR 
por lo que se le exigió mejorar el ejercicio de respeto del derecho a los migrantes 
sin documentos y buscar erradicar el problema de trata personas. El gobierno 
tailandés ha buscado eliminar leyes que no benefician a los trabajadores de la 
industria pesquera y mejorar las legislaciones sobre salario y condiciones de 
trabajo. Con este motivo se adoptó en el 2014 un reglamento específico para 
estandarizar las prácticas en la industria pesquera.
●Reglamento Ministerial de 2014 sobre Protección Laboral en el Trabajo de Pesca 
en el Mar .
●Tailandia también creó el sistema Port-in, Port-out (PIPO) para exigir que los 
barcos informen de las inspecciones cuando parten y regresan al puerto, y esta-
bleció procedimientos para la inspección de embarcaciones pesqueras en el mar.
Human Rights Watch al igual que otros actores internacionales como la Unión 
Europea y Estados Unidos, han buscado dar recomendaciones al estado tailandés 
para poder mejorar la situación de sus trabajadores. Algunas de estas recomenda-
ciones incluyen temas de migración. Es decir que se les brinden más derechos de 
movilidad a los migrantes; igualmente se creó una lista de empresas identificadas 
con prácticas de trabajo forzoso las cuales estarán en una constante vigilancia por 
un mínimo de dos años. 
Tailandia también ha estado trabajando junto con el programa de Ship to Shore 
Rights, institución creada por la Unión Europea para combatir prácticas inacepta-
bles de trabajo en la industria pesquera. Hay un trabajo conjunto con el gobierno 
tailandés para la reducción y prevención del trabajo forzoso.
Ship to Shore Rights Project tiene 4 objetivos principales que se centralizan en los 
regiones claves para la pesca: Samut Sakhon, Chonburi, Rayong, Chumphon, 
Surat Thani, Phang Nga, Phuket, Ranong, Trang, Songkhla and Pattani.+
a.Reforzar la política y el marco normativo al igual que subir la calidad de trabajo 
en la industria pesquera.
b.Auxiliar al gobierno para aumentar las capacidades que ayudarán a identificar 
casos de trabajo forzoso.
c.Mejorar el cumplimiento de los estándares y derechos laborales.
d.Apoyar víctimas y organizaciones de trabajadores .



Es uno de los países que más industria textil tiene, siendo el 
segundo con más producción de vestimenta en el mundo. Este 
sector se ha convertido en el motor principal de la economía y 
del desarrollo de Bangladesh. Las exportaciones del sector 
alcanzaron la cifra de 24.500 millones de dólares (2013-14), 
que representa el 80 por ciento de los ingresos por exportacio-
nes del país, y emplea a unos 4,2 millones de trabajadores, 80 
por ciento de los cuales son mujeres.  El derrumbe de Rana 
Plaza y el incendio que hubo en Tazreen Fashions expuso la 
situación precaria de los trabajadores de la industria textil en 
Bangladesh; donde no solo se evidenció la falta de seguridad 
sino que comenzó a crear desconfianza en los compradores 
de carácter internacional. 
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BANGLADESHMyanmar es igual uno de los países miembros del Oficina Internacional del Trabajo; y como 
varios de los países de Asia forma también parte de la cadena del trabajo forzoso en este conti-
nente. Una de las características de Myanmar es que el Estado es partícipe de la implementa-
ción del trabajo forzoso; especialmente por los militares. El Trabajo forzoso en este caso se 
expresa por medio del trabajo penitenciario e impuesto por el estado. La OIT creó una comisión 
para la investigación del trabajo forzoso en Myanmar (Birmania) en 1998; mediante la cual daban 
recomendaciones al Estado. El caso de Myanmar se menciona en casi todas las reuniones de la 
Conferencia Internacional del Trabajo y del Consejo de Administración de la OIT. Aunque en la 
práctica ha mejorado en cierto modo la situación en el centro de Myanmar, el ejército sigue impo-
niendo diversas formas de trabajo forzoso, sobre todo en las zonas aisladas. En el plano jurídico, 
valga indicar que si el trabajo forzoso persiste no es por la forma ni el contenido de las nuevas 
órdenes administrativas, por las que se prohíbe la imposición; sino más bien porque las comuni-
dades y la población no han adoptado completamente esta normatividad. 
Uno de los grandes obstáculos que ha tenido Myanmar para poder mejorar las situaciones labo-
rales ha sido la falta de voluntad política y la impunidad; el estado de derecho es uno de los prin-
cipales elementos y herramientas para la lucha por el trabajo digno y la justicia social.
En el 2003 se estableció un Plan de Acción Conjunto entre el gobierno de Myanmar y la OIT. 
Mediante este se crearon siete equipos de observación alrededor del país que investigan las 
causas del trabajo forzado.
El sector privado es un actor muy importante a considerar en este fenómeno; al ser el trabajo 
forzoso un negocio lucrativo para las economías nacionales. Es importante que las instituciones 
gubernamentales busquen crear un eje de cooperación entre todos los actores, incluidas las 
empresas privadas. Una de las soluciones que se propone es que en Myanmar se busque priva-
tizar las cárceles y con esto se ayudará a formar de manera profesional a los individuos que 
residen en las prisiones ya que se tendrían mejores recursos para el manejo y la administración; 
aunque esto viene con acciones conjuntas del Estado, que debe asegurarse que se cumplan los 
derechos laborales y con esto los empleadores ofrecer trabajos libres y con calidad. 

MYANMAR



Estos dos accidentes demostraron la falta de ética de las empresas al 
momento de proteger a sus empleados y las inseguridades a las que eran 
expuestos. Con esto, la OIT vio que era el momento de intervenir y promover 
la cooperación entre los agentes que pudieran ayudar para mejorar la situa-
ción de los trabajadores, la cooperación fue entre el gobierno de Bangladesh, 
las organizaciones de empleadores y también las de trabajadores y consistió 
en un Plan de Acción Nacional Tripartito sobre protección contra incendios e 
integridad estructural. A partir de esto la OIT lanzó un plan a mediano plazo 
financiado por Canadá, Países Bajos y el Reino Unido para la implementación 
del Plan de Acción Nacional Tripartito donde básicamente se busca mantener 
una evaluación rutinaria de la seguridad de la estructura, reformas de inspec-
ción laboral, la seguridad y salud de los trabajadores. Por este medio se busca 
garantizar la seguridad en las fábricas de confección; la OIT junto con el 
gobierno de Bangladesh han ya inspeccionado alrededor de 1800 fábricas. 

●La Universidad de Ingeniería y Tecnología de Bangladesh (BUET) llevó a 
cabo la inspección de 471 fábricas de la confección en el marco de la iniciativa 
nacional. 
●En enero 2015, dos empresas privadas del sector TUV-SUD Bangladesh Pvt 
Ltd. y Veritas Engineering & Consultant fueron contratadas para realizar la 
inspección seguridad estructural, eléctrica y contra incendios de las restantes 
fábricas comprendidas en la iniciativa nacional.

Uno de los más grandes desafíos para el país y el sector textil es la creación 
de una cultura de la seguridad y salud en el trabajo. Mediante esto tanto como 
empleadores y trabajadores podrán trabajar en conjunto para poder cumplir lo 
establecido en el Plan Nacional y así crear dinámicas y prácticas que busquen 
cuidar la integridad y dignidad de los trabajadores de este sector. Con este 
objetivo en mente, la OIT en colaboración con la CFI, miembro de Grupo del 
Banco Mundial; han implementado el programa Mejores Trabajos.
● El Programa BetterWork Bangladesh es un bastón de apoyo para el 
Plan Nacional Tripartito con el que se buscar crear un código laboral básico 
que proteja los derechos de los trabajadores junto con su seguridad. Igual-
mente, se buscó mejorar y optimizar los requerimientos para formar organiza-
ciones de trabajadores. En la actualidad 22 marcas y 201 fábricas son parte 
del programa; donde pueden tener acceso a servicios de consultoría en temas 
de seguridad y salud de trabajadores. Con esto se busca estandarizar al país 
en temas de derechos laborales al igual que incrementar la competitividad de 
este sector siempre respetando la integridad de los individuos.
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FILIPINAS
La región de Asia tiene una geografía óptima que permite que los países puedan 
tener redes de trata y trabajo forzado interconectadas entre sí.  Filipinas es otro de 
los países inmersos en la esclavitud moderna.  Mujeres y niños de Indonesia y 
Filipinas son objeto de trata de personas y forzados a dedicarse a actividades 
sexuales comerciales en países como Australia, China, Hong-Kong (China), 
Japón, Corea del Sur y Taiwán (China).  Como parte de las acciones para mejorar 
la situación, el país está haciendo programas por medio de alianzas público-priva-
das donde buscarán probar nuevos modelos y dinámicas donde empresas y 
gobierno actúen en conjunto.
El Fondo Global para acabar con la Esclavitud Moderna (GFEMS) está desarro-
llando y probando un nuevo modelo para reducir la prevalencia del trabajo forzoso 
entre los trabajadores filipinos en el extranjero (OFW). 
El objetivo del GFEMS es reducir la prevalencia de la esclavitud moderna de 
manera sostenible y a escala. Esto requiere la movilización coordinada de los 
recursos del gobierno y del sector privado para generar soluciones que puedan 
sostenerse más allá de la financiación de los donantes y ampliarse para llegar a 
grandes poblaciones.

El gobierno está aprovechando las necesidades de la industria privada para mejo-
rar las situaciones laborales. El sector privado tiene alta demanda en trabajadores 
de construcción que cuenten con conocimientos básicos. El gobierno filipino creó 
el programa “construir, construir, construir”; que con recursos gubernamentales 
busca capacitar a los grupos más vulnerables, en especial mujeres. Después de 
completar la capacitación, a estos trabajadores se les garantizan empleos con 
empresarios éticos locales, creando así un empleo seguro en el hogar como una 
alternativa a la migración de riesgo. Esta iniciativa está en sus primeros pasos; 
pero tiene como objetivo a largo plazo poder crear una pauta para que las organi-
zaciones y gobiernos del resto del mundo puedan tener un modelo de como tener 
un papel activo en la mejora de calidad laboral y dignidad humana.
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FILIPINAS
China es uno de los países líder en el aspecto económico. Debido a la gran industrialización del 
país la demanda por mano de obra ha incrementado exponencialmente. La gran población que 
tiene junto con un estado autoritario son elementos que han propiciado la práctica del trabajo 
forzoso. No es solo un problema de carácter nacional ya que los migrantes de origen chino tam-
bién sufren de este tipo de esclavitud moderna.

Las masivas migraciones internas de las zonas rurales a las zonas urbanas exponen a muchas 
mujeres jóvenes y niñas a un alto riesgo de explotación laboral o sexual.  Muchos migrantes 
chinos también son susceptibles de ser objeto de contrabando y trata de personas en enclaves 
comerciales étnicos en Europa y América el Norte donde se encuentran atrapados en condicio-
nes de precarias para trabajar en talleres clandestinos, restaurantes y en trabajos domésticos.  
La ley sobre el contrato de trabajo que entró en vigor en el 2008 ha posibilitado la regulación en 
el ámbito laboral en varias partes del país como Catón. La nueva ley, que fue apoyada por la 
central sindical oficial china ACFTU, fue elaborada para poner remedio a la situación actual, en 
la que la mayoría de los trabajadores y trabajadoras siguen trabajando sin firmar un contrato, y 
los que han firmado uno, por lo general no reciben una copia. Una reciente encuesta realizada 
por el Congreso Nacional del Pueblo concluyó que menos del 20% de las pequeñas y medianas 
empresas privadas firman un contrato con sus trabajadores según el informe de la CSI. 

Uno de los casos más sonados es de las ladrilleras de Shanxi; donde se liberaron alrededor de 
1300 trabajadores y trabajadoras que estaban en situación de explotación y fueron víctimas de 
redes de trata dentro del país. El trabajo infantil forzoso es también uno de los grandes proble-
mas de la potencia asiática. No solo los niños son obligados a trabajar si no que se les imponen 
plazos para capacitarlos en las fábricas donde son obligados a trabajar horas extras sin ser 
remunerados. En empresas de electrónicos son más comunes este tipo de prácticas como Lon-
gzhen, en Dongguan, o la empresa Yonghong Electronics, en Shenzhen.

CHINA CANADÁ 
La explotación laboral forzada afecta en muchas ocasiones a 
los trabajadores migrantes, en particular a los que emigran en 
virtud de los flujos de visas temporales del Programa de Traba-
jadores Extranjeros Temporales (TFTP). Los trabajadores 
empleados bajo estas condiciones suelen trabajar en restau-
rantes, sector agrícola e industrial, manufactura, entre otros. 
Los trabajadores migrantes en particular los que ocupan pues-
tos de baja cualificación y cuidado, pueden experimentar una 
amplia gama de abusos, incluidos atentados verbales, físicos y 
sexuales.

Los ejemplos específicos incluyen trabajar sin paga, realizar 
tareas fuera del contrato de trabajo, no recibir vacaciones, 
trabajar largas jornadas, deducir los honorarios por alimentos o 
alojamiento de los cheques de pago, y particularmente para 
mujeres, experimentar violencia sexual.

Canadá está expuesto a que muchos trabajadores tengan un 
alto riesgo de caer en condiciones de esclavitud moderna, 
también los habitantes son participes a través del consumo de 
los productos que importa. Los responsables políticos, las 
empresas y los consumidores deben tomar conciencia de este 
riesgo y responsabilizarse de él. En el caso que a AGAPE le 
interesa, la segunda importación canadiense de mayor valor 
que se sospecha que se produce bajo las condiciones de la 
esclavitud moderna es la ropa y accesorios de vestir, que equi-
vale a 4,743,472 dólares , y normalmente dichos productos 
vienen de países como Argentina, Brasil, China, India, Malasia, 
Tailandia y Vietnam. 
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El gobierno canadiense ha tipificado como delito la trata de personas en virtud del artículo 279.01 y la trata de personas menores de 18 años en virtud del artículo 279.011 del código 
penal. Además, la sección 279.02 penaliza el hecho de recibir beneficios materiales con el propósito de cometer o facilitar el tráfico y la sección 279.03 establece como delito el 
retener o destruir los documentos de identidad de una persona con el propósito de la trata. El trabajo forzoso y la esclavitud moderna no están estipuladas en el código penal de 
Canadá como delitos distintos. 
Aunque el gobierno canadiense aún no ha introducido una legislación para garantizar que las agencias gubernamentales tomen medidas para eliminar la esclavitud moderna de sus 
cadenas de suministro, desde el 2016 sí se han realizado esfuerzos para revisar las políticas de adquisiciones federales para determinar si existen posibles vulnerabilidades al 
abuso. 
Un ejemplo concreto es que, en noviembre de 2017, Public Services and Procurement Canada (PSCP por sus siglas en inglés) comenzó a solicitar aportes de los proveedores de 
prendas de vestir para desarrollar pautas para la adquisición ética de estos productos. Como parte de la solicitud, los proveedores que venden prendas de vestir al gobierno federal 
tienen que autocertificar que sus proveedores canadienses y extranjeros directos cumple con las leyes locales, con los derechos laborales internacionales y con las normas de dere-
chos humanos, como el no trabajo forzoso, el acceso a salarios justos y condiciones de trabajo seguras. El PSPC también anunció que se reúne con proveedores, asociaciones de 
la industria y otras partes interesadas en la industria de prendas de vestir para hablar sobre las prácticas actuales de fabricación y abastecimiento éticos en todas sus cadenas de 
suministro
Otro ejemplo importante para destacar es que Canadá adopto en el 2016 el Modern Slavery Act (2015) de Reino Unido y ha tenido grandes resultados. Existen aproximadamente 
20 declaraciones que han sido publicadas por compañías canadienses. Los sectores más representados son el sector bancario, el software y los servicios, seguidos de los bienes 
de consumo duraderos y la ropa. Asimismo, se siguen sumando más compañías y otras que se encuentran actualizando sus declaraciones, que varían en calidad, con algunas com-
pañías que incluyen información completa sobre su respuesta a la esclavitud moderna en las cadenas de suministro hasta declaraciones que no están disponibles en sus páginas 
web o que no han sido firmadas por un CEO o director. Un ejemplo de compañía canadiense que se sumó al Modern Slavery Act de la fashion industry es Estee Lauder Cosmetics. 
Acerca de las cadenas de suministro de negocios, actualmente Canadá todavía no cuenta con una legislación federal que requiera que las grandes empresas informen públicamen-
te sobre los pasos tomados para eliminar la esclavitud moderna dentro de sus cadenas de suministro y de negocios. Únicamente, en Canadá existe un ímpetu cada vez mayor para 
este tipo de legislación. Un importante paso hacia adelante en este tema, el gobierno canadiense anunció el 17 de enero de 2018 la creación del Defensor del Pueblo Canadiense 
para la Empresa Responsable (CORE por sus siglas en inglés) con carácter independiente y autónomo. El CORE tiene el mandato de investigar las denuncias de abusos contra 
los derechos humanos relacionados con la actividad de las empresas canadienses en el extranjero y tiene el poder de investigar, informar, recomendar y remediar, así como de 
supervisar la implementación de los recursos que impone. El alcance de la posición es multisectorial, se centra en los sectores de minería, petróleo y gas, y prendas 
de vestir. Se espera que se extienda a otros sectores empresariales. El gobierno canadiense también anunció planes para establecer una Junta Asesora sobre Conducta Empresa-
rial Responsable para asesorar al gobierno y al CORE sobre la conducta empresarial responsable en el exterior.
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En este país el trabajo forzado se visibiliza en lugares como la agricultura, restaurantes, industria, manufactura, entre otros. La forma de explotarlos varía desde la reten-
ción de ingresos y el trabajo de largas horas, hasta la violencia, la agresión sexual, el acoso sexual y el abandono en ciudades desconocidas. 
El trabajo forzado ocurre en muchos contextos en los Estados Unidos. En 2016, de los 1,067 casos potenciales de trata de trabajadores denunciados a la Línea Nacional 
de Trata de Personas, el mayor número correspondió a trabajo doméstico (197), agricultura y trabajo agrícola (125), personal de ventas ambulante (100), restaurante o 
servicios de alimentos (74) y servicios de salud y belleza.  La segunda importación estadounidense de mayor valor que se sospecha que se produce bajo las condiciones 
de la esclavitud moderna es la ropa y accesorios de vestir, que equivale a 47,246,259 dólares , y normalmente dichos productos vienen de países como Argentina, 
Brasil, China, India, Malasia, Tailandia y Vietnam.
La Ley Federal de los Estados Unidos criminaliza la trata de personas fue aprobada por el Senado de los Estados Unidos de América en el año 2000. En el capítulo 77 
título 18 del Código Penal de los Estados Unidos se prohíbe bajo la sección 1589 el trabajo forzoso; bajo la sección 1590 la trata con respecto al peonaje, la esclavitud, 
y la servidumbre involuntaria; y bajo la sección 1591 la explotación sexual de niños. Además, todos los estados estadounidenses abordan la trata de personas en sus 
estatutos penales. 
El gobierno federal de los Estados Unidos financia la línea directa nacional de tráfico de personas operada por Polaris , que proporciona una línea telefónica 
(1-888-373-7888) y servicio de mensajes de texto gratuitos (233733) en multilingües para aquellos que buscan denunciar presuntos incidentes de esclavitud moderna 
o recibir asistencia para salir de esta situación. También ofrece servicios legales gratuitos para las víctimas y existe un marco legal que requiere que se busque una 
indemnización o compensación para las víctimas de la esclavitud moderna. La estructura de respuesta de Estados Unidos contra la trata de personas ha estado vigente 
desde el año 2000, compuesta por más de 15 agencias federales que combaten activamente la trata de personas y se coordinan a través del Grupo de trabajo interinsti-
tucional del President’s Interagency Task Force to Monitor and Combat Trafficking in Persons (PITF por sus siglas en inglés). El gobierno tiene un plan de acción estraté-
gico sobre servicios a las víctimas, contra el cual publica informes de estado anuales.  Sin embargo, se reportan brechas en los servicios para las víctimas de la trata, 
con hombres, niños, niñas y personas LGBTI+ que tienen dificultades para acceder a estos servicios. 
En este país en cuanto a la respuesta a la esclavitud moderna en las cadenas de suministro existen dos iniciativas una en contratación pública y la otra en la cadena 
de suministros de negocios. En la primera se dieron la lista anual de productos del  Departamento de Trabajo que se han extraído, producido o fabricado por trabajo 
infantil forzado o contratado se establece en la Orden Ejecutiva 13126 de 1999, titulada Prohibición de Adquisición de Productos Producidos por Trabajo Forzado o Con-
tratado. Esta Orden Ejecutiva requiere que todos los contratistas del gobierno federal que proporcionen bienes identificados en las listas anuales del Departamento de 
Trabajo certifiquen que "han hecho un esfuerzo de buena fe para determinar si el trabajo infantil forzado o en alquiler se utilizó para producir los artículos enumerados". 
Asimismo, existe el Reglamento de Adquisiciones Federales (FAR) que implementó la Orden Ejecutiva 13627, Fortaleciendo las Protecciones contra la Trata de Perso-
nas en Contratos Federales y la Ley de Autorización de Defensa Nacional para el año fiscal 2013, que contiene el Título XVII sobre "Fin de la trata de personas Contrata-
ción gubernamental”. Estas reglas autorizan a las agencias federales a rescindir los contratos gubernamentales si cualquier contratista o subcontratista se fomenta la 
trata de personas.

ESTADOS UNIDOS
En este país el trabajo forzado se visibiliza en lugares como la agricultura, restaurantes, industria, manufactura, entre otros. La forma de explotarlos varía desde la reten-
ción de ingresos y el trabajo de largas horas, hasta la violencia, la agresión sexual, el acoso sexual y el abandono en ciudades desconocidas. 
El trabajo forzado ocurre en muchos contextos en los Estados Unidos. En 2016, de los 1,067 casos potenciales de trata de trabajadores denunciados a la Línea Nacional 
de Trata de Personas, el mayor número correspondió a trabajo doméstico (197), agricultura y trabajo agrícola (125), personal de ventas ambulante (100), restaurante o 
servicios de alimentos (74) y servicios de salud y belleza.  La segunda importación estadounidense de mayor valor que se sospecha que se produce bajo las condiciones 
de la esclavitud moderna es la ropa y accesorios de vestir, que equivale a 47,246,259 dólares , y normalmente dichos productos vienen de países como Argentina, 
Brasil, China, India, Malasia, Tailandia y Vietnam.
La Ley Federal de los Estados Unidos criminaliza la trata de personas fue aprobada por el Senado de los Estados Unidos de América en el año 2000. En el capítulo 77 
título 18 del Código Penal de los Estados Unidos se prohíbe bajo la sección 1589 el trabajo forzoso; bajo la sección 1590 la trata con respecto al peonaje, la esclavitud, 
y la servidumbre involuntaria; y bajo la sección 1591 la explotación sexual de niños. Además, todos los estados estadounidenses abordan la trata de personas en sus 
estatutos penales. 
El gobierno federal de los Estados Unidos financia la línea directa nacional de tráfico de personas operada por Polaris , que proporciona una línea telefónica 
(1-888-373-7888) y servicio de mensajes de texto gratuitos (233733) en multilingües para aquellos que buscan denunciar presuntos incidentes de esclavitud moderna 
o recibir asistencia para salir de esta situación. También ofrece servicios legales gratuitos para las víctimas y existe un marco legal que requiere que se busque una 
indemnización o compensación para las víctimas de la esclavitud moderna. La estructura de respuesta de Estados Unidos contra la trata de personas ha estado vigente 
desde el año 2000, compuesta por más de 15 agencias federales que combaten activamente la trata de personas y se coordinan a través del Grupo de trabajo interinsti-
tucional del President’s Interagency Task Force to Monitor and Combat Trafficking in Persons (PITF por sus siglas en inglés). El gobierno tiene un plan de acción estraté-
gico sobre servicios a las víctimas, contra el cual publica informes de estado anuales.  Sin embargo, se reportan brechas en los servicios para las víctimas de la trata, 
con hombres, niños, niñas y personas LGBTI+ que tienen dificultades para acceder a estos servicios. 
En este país en cuanto a la respuesta a la esclavitud moderna en las cadenas de suministro existen dos iniciativas una en contratación pública y la otra en la cadena 
de suministros de negocios. En la primera se dieron la lista anual de productos del  Departamento de Trabajo que se han extraído, producido o fabricado por trabajo 
infantil forzado o contratado se establece en la Orden Ejecutiva 13126 de 1999, titulada Prohibición de Adquisición de Productos Producidos por Trabajo Forzado o Con-
tratado. Esta Orden Ejecutiva requiere que todos los contratistas del gobierno federal que proporcionen bienes identificados en las listas anuales del Departamento de 
Trabajo certifiquen que "han hecho un esfuerzo de buena fe para determinar si el trabajo infantil forzado o en alquiler se utilizó para producir los artículos enumerados". 
Asimismo, existe el Reglamento de Adquisiciones Federales (FAR) que implementó la Orden Ejecutiva 13627, Fortaleciendo las Protecciones contra la Trata de Perso-
nas en Contratos Federales y la Ley de Autorización de Defensa Nacional para el año fiscal 2013, que contiene el Título XVII sobre "Fin de la trata de personas Contrata-
ción gubernamental”. Estas reglas autorizan a las agencias federales a rescindir los contratos gubernamentales si cualquier contratista o subcontratista se fomenta la 
trata de personas.

ESTADOS UNIDOS
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Por otro lado, la Ley de Protección a las Víctimas del Tráfico de los Estados Unidos (TVPA por sus siglas en inglés) continúa imponiendo requisitos de información a las 
agencias federales de los Estados Unidos, como el Informe sobre el Tráfico de Personas del Departamento de Estado de los Estados Unidos y la lista de bienes produci-
dos por el trabajo infantil o el trabajo forzado del Departamento de Trabajo de los Estados Unidos .  La TVPA requiere que el gobierno de Estados Unidos establezca 
asociaciones con organizaciones comunitarias, universidades, empresas y otros para garantizar que “los ciudadanos de los EE. UU. no compren productos hechos por 
víctimas de la trata de personas”.  Los hallazgos y conclusiones de estos informes a menudo son considerados por el gobierno al tomar decisiones de política económica 
y comercial.
En el caso de las cadenas de suministro de negocios, Estados Unidos tiene la Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero de los Estados Unidos (FCPA por sus siglas 
en inglés), la cual permite a la Comisión de Valores y Cambio y el Departamento de Justicia procesar a las empresas estadounidenses por pagos sospechosos de más 
de $ 300 millones a entidades extranjeras. Igualmente, se tiene el artículo 307 de la Ley Arancelaria de los Estados Unidos de 1930, el cual prohíbe la importación de 
bienes producidos o fabricados, en su totalidad o en parte, en cualquier país, por trabajo condenado, forzado o en alquiler, incluido el trabajo infantil forzado o en alquiler. 
Estos bienes pueden ser incautados por el gobierno federal e impedidos de ingresar a los Estados Unidos. Las entidades importadoras también pueden enfrentar inves-
tigaciones penales y procesos judiciales. Sin embargo, hasta hace poco, esta ley aún estaba socavada por lo que se conocía como la "demanda de consumo escapato-
ria”. Esta disposición permitía que las importaciones siguieran ingresando a los Estados Unidos, incluso si había evidencia de trabajo forzoso en su producción si la 
producción nacional era insuficiente para satisfacer la demanda de los consumidores estadounidenses. Esta brecha se cerró con la aprobación de la Ley de Facilitación 
del Comercio y Aplicación de la Ley de Comercio de 2015 (HR 644). Desde el cierre de este vacío, los productos como el ajo pelado y la stevia y sus derivados, han 
sido colocados en órdenes de liberación activa por la Aduana y Protección Fronteriza de los Estados Unidos. 
En el caso de California, aprobaron la ley HR 3226 - Ley de transparencia de la cadena de suministro empresarial en materia de trata y esclavitud de 2015. 
Estados Unidos adopto en el 2016 el Modern Slavery Act (2015) de Reino Unido y ha tenido grandes resultados. Existen aproximadamente 400 declaraciones publica-
das por 363 empresas estadounidenses. Los sectores más representados son el sector de software, seguido de semiconductores y equipos de semiconductores, y 
tecnología de hardware, almacenamiento; y posteriormente por prenda de vestir. Asimismo, se siguen sumando más compañías y otras actualizan sus declaraciones. 
Estas declaraciones varían en calidad, con algunas compañías que incluyen información completa sobre su respuesta a la esclavitud moderna en las cadenas de sumi-
nistro hasta declaraciones que no están disponibles en la página de inicio o que no han sido firmadas por un CEO o director. Algunos ejemplos de compañías alemanas 
que se sumaron al Modern Slavery Act de la fashion industry son Apple, Beachbody LLC, entre otros.

La lista de bienes producidos por trabajo infantil o trabajo forzado comprende 148 bienes de 76 países, al 20 de septiembre de 2018. Algunos 
productos son: bebidas alcohólicas, ámbar, bambú, plátanos, frijoles, carne, mora azul, cemento, cerámica, café, algodón, diamantes, berenjena, 
jade, oro, lechuga, entre otro. Para conocer todos consulte:  The Department of Labor of The United States of America. 2018. U. S. Department of 
Labor’s 2018 list of goods produced by child labor or forced labor. https://www.dol.gov/sites/dolgov/files/ILAB/ListofGoods.pdf



20

BRASIL
El gobierno de Brasil cuenta con una amplia gama de herramientas en su lucha contra la esclavitud moderna, incluyendo: una definición progresiva de la esclavitud 
moderna en su código penal; un Plan Nacional integrado y multi-institucional para erradicar el trabajo esclavo ; una Grupo Especial de Inspección Móvil cuyos equipos 
interinstitucionales están integrados por inspectores laborales, fiscales y policías que realizan inspecciones no anunciadas de fábricas, granjas y empresas; un Registro 
de Empleadores, conocido popularmente como Lista Sucia, que publica los nombres de los empleadores que se benefician de la esclavitud moderna, y un mecanismo 
innovador denominado Pacto Nacional para Erradicar el Trabajo Esclavo donde el sector privado del país también se ha comprometido a través de la campaña intersecto-
rial.
Además del innovador acercamiento legal al fenómeno, Brasil ha implementado otras acciones para combatir el trabajo forzado con éxito. Entre dichas acciones, se 
pueden resaltar las siguientes:
La creación del Grupo Especial de Inspección Móvil bajo el Ministerio del Trabajo. El Grupo, compuesto por inspectores laborales, policías y fiscales, tiene la atribución 
de realizar inspecciones sorpresa de campo. Es decir, realizan inspecciones sin aviso en lugares donde se cree puede existir esclavitud moderna o donde ha habido 
denuncias de ello. Una vez determinado que existe trabajo esclavo, se “rescata” a los individuos explotados, se obliga al empleador a pagar lo que debe a los empleados, 
estos últimos se vuelven elegibles para apoyos financieros y entrenamiento laboral impartido por el Estado y finalmente se busca que se reintegren a la economía brasile-
ña. Para el 2016, 50,000 personas fueron rescatadas. Algunos ejemplos de esto en la industria textil son el rescate, en 2011, de 52 trabajadores produciendo artículos 
para la marca Zara, 37 bolivianos rescatados en 2014 produciendo para la empresa Renner y 16 bolivianos rescatados en 2010 produciendo para Marisa. Existen 
muchos casos más, mismos que pueden ser consultados en la liga a pie de página .
La formulación de la “Lista Sucia”. Cuando inspectores laborales determinan que hay evidencia de trabajo esclavo, se realiza una investigación más exhaustiva que 
determina si la fábrica, granja o corporativo debe ser incluído en la lista. La lista se actualiza cada 6 meses y se hace pública. Esto genera mala reputación entre los 
consumidores y, además, elimina el acceso de la empresa a créditos públicos, a algunos créditos privados y a veces enfrentan rechazo por parte de sus socios comercia-
les. El proceso no incluye una sentencia judicial y si en dos años cumplen lo requerido para eliminar el trabajo esclavo, son removidos de la lista.

El Pacto Nacional para Erradicar el Trabajo Esclavo. Establecido en 2005 con apoyo de la Organización Internacional del Trabajo y 3 ONG’s (Repórter Brasil, Observató-
rio Social e Instituto Ethos) busca promover responsabilidad social y una ciudadanía corporativa responsable. Propone que las empresas interesadas en combatir el ilícito 
implementen de forma voluntaria 10 medidas específicas; entre ellas: 
●Implementar políticas claras para eliminar la esclavitud de sus cadenas de suministro y restringir las relaciones comerciales con socios comerciales que aparecen en 
la Lista Sucia.
●Apoyar campañas de información diseñadas para prevenir la esclavitud, así como los esfuerzos para reinsertar a los trabajadores rescatados de la esclavitud en la 
economía brasileña. 
●Apoyar los esfuerzos del sector público emprendidos como parte del Plan Nacional para Erradicar el Trabajo Esclavo.
●Monitorear el progreso contra indicadores de desempeño corporativo.
●Reportar los resultados públicamente.
●Estar de acuerdo en permitir que un comité externo supervise el cumplimiento de estos compromisos.

 El segundo y último Plan Nacional de Combate al Tráfico de Personas tuvo una vigencia de 2013 a 2016. Al momento de elaboración de este 
documento el Plan no ha sido renovado.
  En portugués, puede ser traducido a través del navegador Google Chrome. Es importante destacar que la fuente ha sido citada como confiable por 
The Global Slavery Index, perteneciente a The Minderoo Foundation. https://jornalggn.com.br/direitos-humanos/levantamen-



Comisión Nacional para Erradicar el Trabajo Esclavo (CO-
NATRAE).  En 2003, Brasil creó la CONATRAE, una plata-
forma permanente para la interacción e integración intersec-
torial. Es decir, coordina los esfuerzos de las autoridades 
públicas pertenecientes a los poderes ejecutivo, legislativo y 
judicial; del sector privado, y de la sociedad civil. Una de las 
manifestaciones más visibles de este trabajo ha sido la 
campaña “Escravo, nem pensar!”, liderada por Repórter 
Brasil. Una campaña de sensibilización que incluye publica-
ciones impresas, documentales, radio, programas y mate-
riales educativos para sensibilizar a los trabajadores y estu-
diantes sobre las protecciones laborales de Brasil. El objeti-
vo de la comisión es ayudar a coordinar los esfuerzos del 
gobierno y los empleadores para monitorear la implementa-
ción de una serie de planes completos de cinco años conse-
cutivos para erradicar el trabajo esclavo.
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MÉXICO
México cumple con la mayoría de los protocolos y convenciones internacionales firmadas y ratifi-
cadas. Asimismo, el caso del trabajo forzado sí es criminalizado y se tipifica como delito la explo-
tación laboral en la industria textil. El trabajo forzoso u obligatorio significa todo trabajo o servicio 
que se exija de cualquier persona bajo la amenaza de una sanción y por la cual dicha persona 
no se haya ofrecido voluntariamente. Debe incluir (1) el trabajo realizado bajo la amenaza de 
cualquier sanción y (2) el trabajo por el cual dicha persona no se ha ofrecido voluntariamente. 
Estos dos componentes deben estar presentes para que se cumpla el indicador. Puede incluirse 
como delito independiente en el código penal o penal, en la legislación específica sobre la trata 
o en otro acto. El indicador de trabajo forzado está tipificado como delito en la “Ley General para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en materia de trata de personas y para la protección 
y asistencia a las víctimas de estos delitos” (2012) en virtud de los artículos 21-22.
El gobierno mexicano como en muchos otros países, también ofrece los servicios legales gratui-
tos para las víctimas de la esclavitud moderna. Tales servicios incluyen el asesoramiento legal y 
la representación legal. La Ley General de Prevención, Sanción y Erradicación de los Delitos en 
Materia de Trata de Personas y Protección de la Asistencia a las Víctimas de Estos Delitos, en 
virtud de los artículos 62, 66 y 69 establecen que las víctimas de trata de personas deben recibir 
asesoramiento legal y gratuito en cada etapa de los procedimientos penales, civiles y adminis-
trativos; mientras que Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata 
de Personas (FEVIMTRA) es la instancia federal a cargo de proporcionar esta asistencia legal y 
brindarles un refugio a las víctimas. 

En México existe una coordinación entre los agentes federales con los estatales y locales, así 
como con sociedad civil. Además, el Plan Nacional de Desarrollo (PND) de la administración de 
Enrique Peña Nieto 
apoyo la erradicación de la trata a través de una comisión intersecretarial que, aunque existe 
tiene muchas ventanas de oportunidad de mejorar.  En la administración de Andrés Manuel 
López Obrador aún continúa en funcionamiento, sin embargo, en el PND no se habla de la escla-
vitud moderna en ninguna de sus secciones. Por otro lado, existen acuerdos entre los países 
sobre la migración laboral, que brindan protección a los trabajadores migrantes: Acuerdo laboral 
entre México y Honduras, El Salvador incluye protección para los trabajadores migrantes. El 
acuerdo laboral entre Barbados y Canadá, Jamaica y México, Trinidad y Tobago tiene una 
protección limitada para los trabajadores, y ha habido informes de diferentes estándares.



El plan de acción contra la trata de personas en para México (2019-2020) incluye:
1.Aumentar los esfuerzos para investigar y procesar los delitos de trata de     personas tanto a nivel federal como estatal y sentenciar a los tratantes condenados a penas 
de prisión significativas.
2.Fortalecer la capacidad y la integridad del sistema de justicia penal para procesar de manera efectiva los casos de trata y proporcionar salvaguardas para asegurar 
que las víctimas participen.
3.Aumentar los esfuerzos para proteger a las víctimas y los testigos que testifican contra tratantes, al tiempo que se garantiza que no se los obligue a declarar o que sean 
identificados incorrectamente como tratantes.
4.Aumentar los esfuerzos para responsabilizar a los funcionarios públicos corruptos o cómplices mediante juicios efectivos y sentenciar a los funcionarios condenados a 
penas de prisión significativas.
5.Aumentar la identificación y referencia de las víctimas, especialmente entre las poblaciones vulnerables, como los trabajadores migrantes y las personas que ejercen 
la prostitución utilizando los protocolos existentes.
6.Aumentar el financiamiento federal para los esfuerzos de aplicación de la ley y los servicios a las víctimas, incluso mediante el uso del fondo estipulado por la ley de 
2012 contra la trata de personas.
7.Aumentar la capacidad de los fiscales o unidades federales y estatales especializados en la lucha contra la trata de personas para responder de manera más efectiva 
a los casos de trata de personas, a través de un mayor financiamiento y capacitación del personal.
8.Capacitar a los funcionarios para buscar u ordenar la restitución para las víctimas según lo estipulado por la ley.
9.Fortalecer el sistema de inspección laboral, particularmente en el sector agrícola, y hacer cumplir las leyes para responsabilizar a los reclutadores de trabajadores 
extranjeros fraudulentos.
10.Desarrollar e implementar un plan de acción estratégico nacional sobre servicios a las víctimas en consulta con organizaciones internacionales y ONG para incluir 
servicios especializados de víctimas de trata y refugios financiados por el gobierno.
11.Fortalecer los esfuerzos de recolección de datos.
12.Mejorar los mecanismos de coordinación entre las autoridades federales, estatales y locales.
Estos puntos coinciden con las recomendaciones del Trafficking in Persons Report 2019 emitido por el Departamento de Estado de los Estados Unidos de América.
En el caso de la relación entre el gobierno y las empresas para dejar de adquirir bienes y servicios producidos por el trabajo forzoso México no ha tenido avances, ya 
que no existen directrices para los funcionarios de contratación pública, tampoco políticas y sistemas de contratación para minimizar el riesgo de que los gobiernos com-
pren productos contaminados por el trabajo forzoso. Asimismo, faltan informes anuales sobre la acción del gobierno para prevenir el uso del trabajo forzoso en la contra-
tación pública se producen y están disponibles al público. Tampoco el gobierno ha brindado capacitación a funcionarios de contratación pública sobre la esclavitud 
moderna. Además, no existe ninguna ley o política que requiera que las empresas informen sobre sus acciones para implementar políticas de minimización de riesgos; 
ni leyes o políticas que permiten a los gobiernos crear una lista pública de empresas que tengan la esclavitud en sus cadenas de suministro. Igualmente, no existe la 
correlación entre fondos de inversión y los bancos para garantizar no se financie la esclavitud moderna. El gobierno mexicano tampoco ha creado leyes o políticas que 
impidan la importación de bienes y servicios realizados con trabajo forzoso. Por lo tanto, no hay apoyo gubernamental en la cadena de suministros y de negocios, así 
como de la cadena estatal.  
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El trabajo forzoso es frecuente entre los grupos indígenas. 
Estas encarnaciones de la esclavitud moderna son frecuen-
tes en las industrias de mano de obra, no calificada, inclu-
yendo la agricultura, la fabricación de prendas de vestir, 
construcción y minería. Los hombres jóvenes son particular-
mente vulnerables al trabajo forzado. Lo contrario ocurre 
con la explotación sexual comercial, donde las mujeres y 
los/as niños/as son más propensos a denunciar casos.
 



Opera a través de la confección de fibras especializadas que 
cuentan con amplias posibilidades de uso; desde la elabora-
ción de ropa hasta protección de tuberías. Actualmente cuenta 
con 45 plantas de producción y sitios de conversión en 14 
países y opera con aproximadamente 8,000 empleados. De las 
45 plantas, mantiene dos en Brasil .
Ahlstrom-Munksjö pretende mantener los más grandes están-
dares de derechos humanos en sus operaciones y en las de 
sus proveedores. Con ello, reconoce que “la prevención de la 
esclavitud moderna y el tráfico de personas es un desafío 
global” relativo al cual, empresas como ésta tiene la responsa-
bilidad de cumplir. Todos los temas relacionados con derechos 
humanos son manejados de manera conjunta por las áreas de 
Sustentabilidad; Gente y Seguridad; Consecución, y Legal. 
Estas áreas trabajan en coordinación con las cuatro áreas de 
negocios de la empresa y reciben apoyo de la alta dirección y 
la mesa directiva.
La empresa cuenta con un Código de Conducta que contempla 
el respeto a los derechos humanos. Tienen un Código de 
Proveedores, que son elegidos con base en un proceso de 
debida diligencia y de auditoría. Además, cuentan con un siste-
ma interno de denuncias en caso de violación de los códigos 
mencionados; puede ser presentada una irregularidad a cual-
quier superior, a las áreas de Gente y Seguridad o Legal, a un 
correo confidencial, o bien, a través de SpeakUp: un canal de 
comunicación telefónico y web.

En este capítulo abordaremos un breve es un listado de empresas pertenecientes a la industria textil algunos otros países latinoamericanos y se mencionarán alginas 
medidas que el sector privado ha implementado para combatir la trata de personas en esta región.

POLÍTICAS CONTRA LA ESCLAVITUD MODERNA EN EMPRESAS 
DE LA INDUSTRIA TEXTIL 

AHLSTROM-MUNKSJO
Coats mantiene su base de operaciones en el Reino Unido y es 
la empresa líder en elaboración de hilo industrial en el mundo. 
Por ello, mantiene operaciones industriales en cuatro países 
latinoamericanos: México, Colombia, Honduras y Brasil. Al ser 
una empresa multinacional de gran envergadura, las políticas 
y estrategias de combate contra la esclavitud forzada aplican 
para todos los países donde tienen operaciones y, en caso de 
Coats, también exige buenas prácticas mínimas a sus provee-
dores .
El primer instrumento que utiliza la empresa es aquel que exige 
el UK Modern Slavery Act 2015 y la California Transparency in 
Supply Chains Act of 2010. Es decir, cada año se adhieren al 
Modern Slavery and Transparency in Supply Chains State-
ment. En su versión del 2018, Coats informó que tenía 19,000 
empleados y mantuvo una estricta política de cero tolerancia a 
prácticas de empleo explotadoras. A su vez, afirman contar con 
políticas y códigos de prácticas que hacen especial referencia 
a evitar la proliferación de esclavitud, trabajo forzado y servi-
dumbre tanto en sus operaciones, como en sus cadenas de 
suministro.
En su Código de Ética, donde se incluyen los principios y 
estándares que Coats espera de sus empleados, sus contratis-
tas y sus socios, se menciona expresamente que la empresa 
está comprometida “a garantizar que no utilicemos la esclavi-
tud o el trabajo forzado o en condiciones de servidumbre en 
nuestras propias operaciones o en nuestras cadenas de sumi-
nistro”.

COATS

  Ahlstrom-Munksjö (2018). Modern Slavery Act & Human Trafficking 
Statement. Consultado el 26 de julio del 2019. https://www.ahls-
trom-munksjo.com/
  Coats (2018). The World's Leading Industrial Thread Manufacturer. Ethics: 
A company wide priority. Consultado el 24 de julio del 2019. https://www.-
coats.com/.
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Para garantizar el cumplimiento del Código de Ética, Coats cuenta con su Estándar Mundial de Empleo. Con dicho estándar, asegura que hará cumplir las siguientes 
afirmaciones: 

●Cumplir con todas sus obligaciones legales en términos de prácticas salariales y de prestaciones.
●No tener empleados por debajo de la edad legal de empleo en el país en el que opera y, como norma absoluta, no hay empleados menores de 15 años.
●Todos los empleados tienen derecho a representación colectiva dentro del marco legal del país en que trabajan.
●No discriminación por razón de sexo, raza, religión o edad.
●Capacitación adecuada y oportuna para todos para el trabajo para el que están empleados.
●Avance profesional relacionado con el desempeño.
●Que las tasas salariales reflejen la tasa en el sector en cada país en el que opera.
●Un ambiente de trabajo seguro y saludable.

Además, Coats cuenta con una política de Denuncia de Irregularidades. Para ello, a partir del 2018, tienen una línea telefónica de denuncia interno donde los empleados 
pueden denunciar todo tipo de acciones que hayan violado su Código de Ética u otros reglamentos. Una vez denunciado, se realiza una investigación exhaustiva y, en 
caso de que la denuncia sea verdadera, se toman medidas correctivas.
También existe el “Código del proveedor de Coats: orientación para el logro de estándares empresariales responsables” donde se establecen las prácticas que se espe-
ran de sus proveedores. Éste se basa en estándares internacionales y, en ausencia de éstos, en buenas prácticas aceptadas globalmente. Cabe destacar que este 
Código contiene los siguientes requerimientos relacionados con tráfico de personas, trabajo forzado y servidumbre:

En caso que Coats se percate de algún proveedor que incurra en violación del Código, se emplea a un equipo de procuración especial que exige, supervisa, apoya y reco-
mienda a los proveedores los pasos a seguir para cumplir los lineamientos de Coats. Para asegurarse que todas las políticas mencionadas sean aplicadas y, específica-
mente que no se fomenta la esclavitud moderna, la empresa cuenta con procesos de diligencia debida, evaluación de riesgos, auditorías y capacitaciones. 

Los proveedores no deben utilizar la esclavitud, el trabajo forzado, la servi-
dumbre o el trabajo de prisión involuntario en sus negocios. Los proveedores 
no deben, directa o indirectamente, involucrarse o apoyar la trata de perso-
nas, reclutando, transfiriendo, albergando o recibiendo a un trabajador 
mediante amenazas, fuerza, coerción o engaño. Los proveedores deben 
tener un sistema en lugar para verificar que sus empleados tienen el derecho 
legal de trabajar.





El gobierno alemán adoptó la Directiva de la UE 
2014/95/UE sobre "Divulgación de información no finan-
ciera y de diversidad" a la ley nacional en marzo de 2017 
a través de la Ley de implementación de la Directiva de 
CSR. Las empresas que cotizan en bolsa y que tienen un 
personal de más de 500 empleados y un balance general 
de más de 20 millones de euros o una facturación de más 
de 40 millones de euros deben divulgar información sobre 
el impacto que sus prácticas comerciales tienen en la 
sociedad y el medio ambiente. Aunque el informe sobre la 
esclavitud moderna no se menciona específicamente, La 
Cláusula 289 (c) define que las empresas deben informar 
sobre sus prácticas laborales, como el cumplimiento de 
los convenios laborales fundamentales de la OIT, incluida 
la prohibición del trabajo forzoso.
En 2014, el Ministerio de Cooperación y Desarrollo Eco-
nómicos inició Textile Partnership, que reúne a miembros 
de la industria textil y de la confección, minoristas, sindi-
catos y la sociedad civil con el objetivo de cumplir con 
estándares de sostenibilidad, como los UNGP y los están-
dares laborales fundamentales de la OIT, y para garanti-
zar la debida diligencia corporativa en el sector textil y de 
la confección.
En 2016, Alemania reformó su ley de contratación pública 
que transpuso la Directiva de contratación de la UE 
2014/24/UE a la legislación nacional. El artículo 57 de la 
Directiva requiere que las autoridades públicas excluyan 
a una empresa del proceso de adquisición o adjudicación 
si la empresa fue condenada por utilizar mano de obra 
infantil o trata de personas. La Directiva también reco-
mienda la integración de consideraciones sociales como 
parte de las condiciones de cumplimiento del contrato, 
como pedir a las empresas que cumplan con los conve-
nios fundamentales de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), como el Convenio núm. 29 sobre el trabajo 
forzoso y el Convenio núm. 182 sobre las formas de 
trabajo infantil.  La Parte IV de la Ley de Restricciones de 
la Competencia recientemente implementada enfatiza la 
importancia de cumplir con la legislación laboral y social. 
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En el año 2017, se llevó a cabo una evaluación de riesgo de violentar 
los derechos humanos que le permitieron a la empresa identificar las 
áreas de mayor riesgo tanto en sus propias operaciones como en las 
de sus proveedores. Asimismo, se elaboró un mapa donde se identifi-
can los riesgos por industria, por sector y sobre una base geográfica. 
Para poder contar con una evaluación objetiva, Coats utilizó índices y 
reportes de numerosas instituciones como la ONU, Freedom House, 
el Departamento de Estado de los Estados Unidos, Transparencia 
Internacional, entre otros. 
En cuanto a sus operaciones, Coats mantiene activo un Grupo Inter-
no de Auditoría. Éste realiza auditorías internas periódicas para 
asegurarse que los principios y códigos de la empresa se cumplen a 
nivel mundial, tanto en sus propias operaciones, como en las opera-
ciones subcontratadas a terceros. Además, se cuenta con un Oficial 
Legal y de Riesgo en Jefe quien se asegura de que la empresa traba-
je sin violentar los derechos humanos y sin incurrir en riesgos que 
puedan resultar en esclavitud moderna o trata de personas. Los 
requerimientos mencionados también deben ser tomados en cuenta 
por la Oficial de Recursos Humanos en Jefe. Los tres actores mencio-
nados reportan al Comité de Auditoría y Riesgo, que a su vez reporta 
a la Junta Directiva de Grupo Coats.

Coats también realizó en el año 2018 la campaña interna “Haciendo 
lo Correcto”, en ella, se realizaron un curso en línea sobre ética y 
cumplimiento de las políticas de la empresa. Dicho curso fue obligato-
rio para todos los empleados senior, aquellos con roles externos y 
sus proveedores. Módulos de capacitación adicionales fueron aplica-
dos durante el año y cubrieron, entre otros temas, esclavitud moder-
na (que es, su detección, qué hacer en caso de descubrirla y su 
prevención), trabajo infantil y ética. En el año 2017, Coats realizó 
sesiones cara a cara en países de alto riesgo; entre ellos, Colombia y 
Brasil en América Latina. Aunado a lo anterior, la empresa cuenta con 
el programa “Spotlight On”; que consiste en la exposición bianual de 
faltas éticas a través de comunicación interna y el nombramiento de 
“Campeones Éticos”.

En el año 2017, se llevó a cabo una evaluación de riesgo de violentar los derechos humanos que 
le permitieron a la empresa identificar las áreas de mayor riesgo tanto en sus propias operacio-
nes como en las de sus proveedores. Asimismo, se elaboró un mapa donde se identifican los 
riesgos por industria, por sector y sobre una base geográfica. Para poder contar con una evalua-
ción objetiva, Coats utilizó índices y reportes de numerosas instituciones como la ONU, Free-
dom House, el Departamento de Estado de los Estados Unidos, Transparencia Internacional, 
entre otros. 
En cuanto a sus operaciones, Coats mantiene activo un Grupo Interno de Auditoría. Éste realiza 
auditorías internas periódicas para asegurarse que los principios y códigos de la empresa se 
cumplen a nivel mundial, tanto en sus propias operaciones, como en las operaciones subcontra-
tadas a terceros. Además, se cuenta con un Oficial Legal y de Riesgo en Jefe quien se asegura 
de que la empresa trabaje sin violentar los derechos humanos y sin incurrir en riesgos que 
puedan resultar en esclavitud moderna o trata de personas. Los requerimientos mencionados 
también deben ser tomados en cuenta por la Oficial de Recursos Humanos en Jefe. Los tres 
actores mencionados reportan al Comité de Auditoría y Riesgo, que a su vez reporta a la Junta 
Directiva de Grupo Coats.

Coats también realizó en el año 2018 la campaña interna “Haciendo lo Correcto”, en ella, se 
realizaron un curso en línea sobre ética y cumplimiento de las políticas de la empresa. Dicho 
curso fue obligatorio para todos los empleados senior, aquellos con roles externos y sus provee-
dores. Módulos de capacitación adicionales fueron aplicados durante el año y cubrieron, entre 
otros temas, esclavitud moderna (que es, su detección, qué hacer en caso de descubrirla y su 
prevención), trabajo infantil y ética. En el año 2017, Coats realizó sesiones cara a cara en países 
de alto riesgo; entre ellos, Colombia y Brasil en América Latina. Aunado a lo anterior, la empresa 
cuenta con el programa “Spotlight On”; que consiste en la exposición bianual de faltas éticas a 
través de comunicación interna y el nombramiento de “Campeones Éticos”.

De acuerdo con el Modern Slavery Registry (ONG que recopila todas las Declaraciones de 
Esclavitud Moderna demandadas por la California Transparency and Supply Chains Act [SB 
657] y el UK Modern Slavery Act of 2015), a la fecha todavía no existen empresas de la industria 
textil originarias de algún país de América Latina que cuenten con alguna  política interna 
concreta en este tema . Debido a lo anterior, y una vez agotadas las empresas textiles señala-
das en Melhores Empresas Para Você Trabalhar, realizamos una nueva investigación sobre 
empresas que mantienen presencia comercial, operativa o productiva en países latinoamerica-
nos y que pertenecen a la industria textil. A continuación, se muestran los resultados.

KORDSA: TEXTILE PRODUCTOS INC 

OTRAS EMPRESAS CON PRESENCIA EN AMÉRICA LATINA

  Kordsa (2018). Human Rights Policy. Consultado el 25 de julio del 2019. https://www.kordsa.com/en/.
  About Us (2017). Modern Slavery and Human Trafficking Statement. Consultado 28 de julio del 2019. https://www.modernslaveryre-
gistry.org/pages/about_us
  Asics (2018). Asics Corporation Primary Supplier List. Consultado el 29 de julio del 2019. https://corp.asics.com/en/about_asics/prac-
tical_information





Carhartt es una empresa estadounidense dedicada 
a la elaboración de prendas y accesorios textiles. 
Fabrica toda clase de ropa (desde chamarras, 
gorros y pantalones de adulto, hasta ropa de bebé y 
de ejercicio) y calzado. Cuenta con 5,000 emplea-
dos a nivel mundial, una parte de ellos labora en 
fábricas ubicadas en México . 

La empresa textil cuenta con respuestas implemen-
tadas para los cinco puntos que deben ser cubiertos 
según la California Transparency and Supply 
Chains Act (SB 657):
●Verificación: 1) todas las empresas que producen 
bienes para Cahartt deben cumplir con el Código de 
Conducta en el Espacio de Trabajo de la Empresa; 
este incluye la “prohibición de trabajo involuntario, 
penitenciario o forzado, en régimen de servidumbre 
o de otro tipo" y una metodología para verificar el 
cumplimiento de las normas laborales, 2) La verifi-
cación se realiza a través de la evaluación por terce-
ros de las condiciones laborales responsables, 
utilizando el protocolo de Producción Acreditada 
Responsable Mundial (WRAP, por sus siglas en 
inglés) o un enfoque similar de certificación de fábri-
ca de terceros.

CARHARTT

Empresa con sede Japón, Asics diseña, produce y vende calzado y equipamiento deportivo para una amplia 
gama de deportes. Cuenta con ventas equivalentes a $3,559.48 millones de USD y mantiene una plantilla de 
8,823 empleados. De acuerdo con su Lista de Proveedores Primarios 2018, la empresa cuenta con 11 provee-
dores radicados en Brasil, 2 en Colombia, 2 en El Salvador, 1 en Guatemala y 1 en México .

●Gobernanza y políticas de derechos humanos: Asics cuenta con un Departamento de RSE y Sostenibilidad 
encargado de impulsar las iniciativas de derechos humanos y supervisar la cadena de suministro diariamente. 
Es responsable de implementar políticas, mejorar el desempeño, administrar el progreso en relación con los 
objetivos y comprometerse con las partes interesadas internas y externas. Cuentan con una Política de Com-
promiso que establece los requisitos mínimos en materia de derechos humanos, normas laborales, prácticas 
de salud, seguridad ocupacional y ambientales para cualquier socio comercial; lo que significa que todos sus 
socios comerciales no se beneficiarán del trabajo forzado. Además, Asics cuenta con un Código de Conducta 
que establece estándares básicos donde todos los miembros del Grupo deben cumplir durante sus actividades 
diarias y con cada decisión comercial. Todos los directores, funcionarios y empleados del Grupo ASICS deben 
revisar, comprender y cumplir con este Código.
●Debida diligencia y evaluación de riesgo de esclavitud moderna: Asics opera un sistema de gestión de riesgos 
para todo el Grupo que busca identificar, analizar, evaluar, mitigar, monitorear e informar sobre riesgos, inclui-
dos la explotación laboral. 
●Monitoreo de la cadena de suministro: Una vez que se establece una relación comercial formal con un 
proveedor, se monitorea su desempeño de manera continua y se evalúan periódicamente sus instalaciones 
para garantizar que continúen cumpliendo con los estándares requeridos por Asics. Para poder lograrlo, se 
realizan tres tipos de evaluaciones dentro de la cadena de suministro: 1) auditorías internas, 2) auditorías por 
encargo, donde auditores independientes realizan auditorías en las instalaciones donde se elaboran los 
productos de la empresa, y 3) auditorías de socios, que son auditorías realizadas con proveedores de Asics. 
Cuando las evaluaciones encuentran casos de incumplimiento, se les califica por diferentes niveles de urgen-
cia: menor, mayor y cero tolerancias (para las violaciones más graves). Dependiendo de la naturaleza del 
incumplimiento, se imponen sanciones que varían en severidad, desde la terminación de la relación comercial 
en caso de violaciones de tolerancia cero, hasta investigaciones de terceros o advertencias formales. Asics 
considera el uso de la fuerza o el trabajo involuntario como una violación de tolerancia cero.
●Entrenamiento y construcción de capacidades: Asics lleva a cabo sesiones regulares de capacitación y sensi-
bilización en torno a la participación y la evaluación de los proveedores y su cumplimiento de las normas de la 
empresa japonesa.

Los proveedores latinoamericanos de Asics son sujetos a sus normas y Códigos; de lo contrario, es posible que 
pierdan su relación comercial con la empresa japonesa. 

ASICS
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  Carhartt (2018). Carhartt Corporate Responsibility: Our 125 Year History. Consultado el 
27 de julio del 2019. https://www.carhartt.com/content/about-carhartt



●Auditoría: las prácticas laborales responsables se confirman a través de auditorías 
de fábrica a terceros, utilizando el protocolo de auditoría social de WRAP, o un enfo-
que similar de certificación de fábrica por terceros. Las auditorías de proveedores 
son realizadas por firmas de evaluación por terceros acreditadas y no se anuncian, 
quienes evalúan las condiciones actuales de la fábrica, así como las políticas, 
procedimientos y sistemas de gestión que son necesarios para el cumplimiento 
continuo del Código de Conducta en el Espacio de Trabajo de la Empresa.
●Certificación: el Código de Conducta en el Espacio de Trabajo de la Empresa 
exige que todos los proveedores cumplan con todas las leyes locales, incluidas las 
relacionadas con la esclavitud y la trata de personas. En el caso de que las leyes 
locales no sean sólidas, el Código prohíbe expresamente que los proveedores 
utilicen "trabajo involuntario, en prisión o forzado - contratado en condiciones de 
servidumbre o de otro tipo". Los proveedores certifican que comprenden y cumplen 
con estas expectativas antes de comenzar la producción y también de manera 
continua posteriormente.
●Rendición de cuentas interna: la responsabilidad interna recae en las áreas 
centrales de negocio, responsables de las relaciones comerciales relevantes (por 
ejemplo, el Departamento de Licencias o el Departamento de Abastecimiento). 
Todos los contratistas y licenciatarios de Carhartt deben cumplir con el Código y 
mantener las certificaciones por terceros adecuadas. Si una auditoría demuestra 
que no se cumple con el Código, se deben tomar medidas correctivas. 
●Capacitación y formación: con el apoyo de WRAP, la empresa ha realizado capaci-
taciones sobre el Código, incluidas las disposiciones relacionadas con la trata de 
personas y la esclavitud. El personal obligado a capacitarse es del Vicepresidente 
hasta el nivel de gerente en las áreas de Suministro, Control de Calidad y algunas 
de Aduanas.

  Carter´s (2018). Annual Report. California Transparency in Supply Chains Act. 
Consultado el 27 de julio del 2019. https://www.carters.com/home?id=carters.
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CARTER´S INC
Carter's, Inc. es el comercializador de ropa para bebés y niños más 
grande de Estados Unidos. Dos de sus marcas son las más gran-
des de dicho mercado: Carter y OshKosh B'gosh. La empresa 
cuenta con presencia en Estados Unidos, Canadá y México, con 
un total de 1,074 tiendas en los tres países, de las cuales 42 están 
en México. Además, mantiene presencia en Amazon, tienda por 
Internet que también cuenta con presencia en el país latinoameri-
cano. En el año 2018, Carter’s alcanzó ventas valoradas en $3.5 
mil millones USD.
Actuando en conformidad con la California Transparency and 
Supply Chains Act (SB 657) y el UK Modern Slavery Act of 2015, 
Carter’s reveló sus políticas y acciones relacionadas par ano 
fomentar la esclavitud y la trata de personas en su cadena de sumi-
nistro. La empresa cuenta con un Código de Ética que debe ser 
cumplido por todos sus empleados, sus socios de negocio, sus 
comercializadores, sus vendedores y sus proveedores. Además, 
cuenta con una Política de Responsabilidad Social que prohíbe 
cualquier violación a los derechos humanos, los proveedores y los 
sub-proveedores deben cumplir con sus lineamientos . 
Las acciones realizadas por Carter’s en su cadena de suministro 
se dividen en cinco categorías: 

● Verificación de su cadena de suministro y evaluación de riesgos: 
1) la empresa evalúa los antecedentes, la reputación, la calidad, el 
cumplimiento social y otros factores de cada proveedor aprobado; 
se le llama Programa de a Bordo y funciona como una auditoría. 2) 
Carter’s realiza auditorías a fábricas y se llevan a cabo reuniones 
periódicas de estrategia entre los departamentos pertinentes para 
analizar el cumplimiento de los proveedores, su rendimiento y 
estrategia de contratación. 3) Al menos una vez al año se revisa y 
evalúa la estrategia de abastecimiento completa para identificar las 
áreas de mayor riesgo (como inestabilidad política, condiciones
económicas desfavorables, eventos internacionales y nuevas 
regulaciones extranjeras) para identificar problemas potenciales y, 
en consecuencia, ajustar planes y auditorías. 



Nike es una empresa con sede en Estados Unidos. Su participación en la industria textil consiste 
en el diseño, desarrollo, fabricación, comercialización y venta a nivel mundial de calzado, pren-
das de vestir, equipos y otros accesorios. La empresa alcanzó ingresos por 34.35 mil millones 
de USD en el año 2018 y es la más grande vendedora de calzado atlético y accesorios de ejerci-
cio del mundo . Para satisfacer su propia demanda de bienes y materias primas, Nike mantiene 
relaciones comerciales con 525 fábricas a nivel mundial y con 76 instalaciones extractivas de 
materias primas. De ellas, las existentes en la región latinoamericana alcanzan las siguientes 
cifras: 13 en Argentina, 24 en Brasil, 1 en Ecuador, 2 en Nicaragua, 5 en Honduras, 3 en El 
Salvador, 4 en Guatemala y 16 en México. Para asegurarse de que sus proveedores no fomen-
tan la trata de personas o la esclavitud moderna, la empresa ha implementado las siguientes 
medidas: 

●Código de Conducta y Normas para abordar el trabajo forzado: Ios requisitos de Nike para 
proveedores están contenidos en su Código de Conducta y el Código de Estándares de Lideraz-
go. El primero establece los estándares mínimos requeridos para que cumpla cada fábrica o 
instalación del proveedor para producir productos Nike; incluye requisitos estrictos sobre escla-
vitud moderna en todas sus formas. Los Estándares de Liderazgo del Código especifican cómo 
se debe implementar el Código de Conducta. El documento también define la medición del cum-
plimiento y el progreso de las fábricas en relación con el Código de Conducta. Algunos ejemplos 
de requisitos especiales para abordar los riesgos de trabajo forzoso incluyen una prohibición 
más explícita de la tenencia de documentos personales por parte de terceros.
●Certificación directa de materiales de proveedores: la empresa requiere que sus proveedores 
de productos terminados verifiquen que están comprando materiales de proveedores que no 
contienen sustancias de la Lista de Sustancias Restringidas de Nike y su Código de Conducta. 
●Debida diligencia, evaluación y seguimiento de riesgos: Nike ha implementado sistemas para 
identificar y abordar los riesgos en su cadena de suministro, incluidos los relacionados con la 
esclavitud y la trata de personas. Este proceso incluye información de fuentes externas, como 
evaluaciones de riesgo de derechos humanos y perfiles de riesgo específicos del proveedor 
basados en la ubicación. Además, Nike realiza auditorías anunciadas y no anunciadas a todos 
sus proveedores de contrato y también se contratan auditorías externas. Si un proveedor es 
descubierto violando los Códigos de Nike o las leyes locales, se exige acción correctiva; en caso 
de no cumplir, la empresa estadounidense termina la relación comercial.
● Formación y responsabilidad: Nike cuenta con un Índice de Manufactura propio, que 
califica a las fábricas en sostenibilidad, incluidas las prácticas laborales, a la par con las métricas 
tradicionales de costo, calidad y entrega a tiempo. A su vez, la empresa brinda capacitación para 
mejorar la comprensión y el cumplimiento de sus políticas y requisitos de sostenibilidad. 
También, se convocan frecuentes eventos de proveedores diseñados para compartir informa-
ción sobre las expectativas de Nike, desarrollos sobre políticas o legislación local, mejores prác-
ticas laborales y mejores políticas de sostenibilidad.

NIKE
●Auditoría: Di bien Carter’s no mantiene operaciones productivas (no 
cuenta con fábricas), contrata a un auditor internacionalmente reconocido 
para ejecutar auditorías regularmente a las fábricas de todos sus provee-
dores de manera anunciada, semi-no anunciada y se reserva el derecho 
a realizar auditorías no anunciadas. Se realizan 400 auditorías en 20 
países anualmente. Los empleados de Carter’s que visitan las fábricas 
deben hacer una evaluación informal de sus condiciones. Una vez que se 
audita a una fábrica, se le asigna una calificación basándose en la 
frecuencia, severidad y probabilidad del hallazgo de violaciones a dere-
chos humanos (especialmente trata de personas, esclavitud moderna y 
trabajo infantil). Dependiendo de la calificación, se les asigna un estatus 
de violación mayor del Código de Ética, donde Carter’s se reserva el 
derecho de terminar la relación, y violación no grave del Código de Ética, 
donde se trabaja con los proveedores para resolver las preocupaciones 
de Carter’s (terminar la relación solamente lograría perpetuar la situación) 
en un tiempo determinado por su puntuación. En caso de no resolver 
dichas preocupaciones, la empresa se reserva el derecho de terminar la 
relación.
●Certificación: Todos los proveedores de Carter’s deben cumplir con su 
Código de Ética y con su Política de Responsabilidad Social. Como parte 
del Programa de a Bordo, los proveedores deben certificar que su materia 
prima cumple con las normas de Carter’s y con las leyes de su país de 
origen y de operación. Cada año se realiza una conferencia con provee-
dores para anunciar cambios y éxitos del Código de Ética y la Política de 
Responsabilidad Social.
●Rendición de cuentas interna: Todas las denuncias de violaciones del 
Código de Ética se investigan y se toman las medidas adecuadas para 
resolver el problema. Se mantienen estándares y procedimientos de 
responsabilidad interna para los empleados y contratistas, si se determina 
que un empleado o proveedor no cumple con estas normas, éster debe 
tomar una acción correctiva rápida. Independientemente de la acción 
correctiva tomada, Carter se reserva el derecho de despedir a cualquier 
empleado o proveedor que no cumpla con el Código de Ética o la Política 
de Responsabilidad Social.
● Formación: Cada año se realiza capacitación y certificación del 
cumplimiento del Código de Ética para todos los empleados, socios 
comerciales, vendedores y proveedores de Carter. Existen equipos de 
Responsabilidad Social Corporativa, Aseguramiento de la Calidad, Abas-
tecimiento, Cadena de Suministro y Comercialización que se reúnen 
regularmente con los proveedores y se aseguran que reciben al menos la 
capacitación anual sobre la Política de Responsabilidad Social. Asimis-
mo, se realizan reuniones estratégicas periódicas entre los departamen-
tos mencionados para analizar el cumplimiento de los proveedores, su 
rendimiento y su estrategia de abastecimiento.
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PUMA
Puma es una empresa dedicada al diseño, confección y comercialización de calzado deportivo y casual, además de ropa y otros accesorios. Con su base de operaciones en Alemania, 
es la tercera empresa de calzado deportivo en el mundo. En el año 2018, sus ventas alcanzaron los $4.8 mil millones de USD y su personal es de alrededor de 14,700 personas .
Si bien Puma no mantiene operaciones de producción propias en América Latina, la empresa sí cuenta con 6 proveedores en la región: 3 en México, 1 en Guatemala, 2 en Brasil y 1 en 
Argentina. La normativa de Puma contra la trata de personas y la esclavitud moderna está plasmada en un Código de Conducta, que deben acatar tanto su personal como sus proveedo-
res y comercializadores. 
Algunas de las acciones que la Puma realiza para prevenir la trata de personas y la esclavitud moderna, es que ejecuta debida diligencia y evaluación de riesgo a todos los sus proveedo-
res. En caso de encontrar indicios de que existe cualquiera de los dos crímenes, se considera que existe un Problema de Cero Tolerancia; en caso de que la fábrica no arregle el problema 
dentro del tiempo acordado, Puma termina la relación.  En 2017, el equipo de auditoría de Puma encontró 4casos de Cero Tolerancia; 2 de ellos fueron resueltos por los proveedores y 
los 2 restantes perdieron su relación con la empresa alemana. 

Puma cuenta con un programa denominado Carteleros del Código de Conducta Puma, basado en el principio de denuncias internas. Lo anterior funciona a través de canales de comuni-
cación telefónicos y por correo electrónico donde se invita al personal a destacar casos de violación al Código. 
Cada año, Puma publica sus Indicadores Clave de Rendimiento de los Proveedores Puma. Estos Indicadores tienen la función de medir el progreso hacia la eliminación completa del 
riesgo de trata de personas y de esclavitud moderna en su cadena de suministros.
Es posible afirmar que los proveedores con los que cuenta Puma en la actualidad cumplen con las normas de la empresa contra la trata de personas y la esclavitud moderna. Debido a 
lo anterior, es relevante exponer las fábricas latinoamericanas proveedoras de productos Puma:
●México: CONFECCIONES DEL VALLE, S.A. DE C.V.; TELAS Y TINTES DE MEXICO S. DE R.L. DE C.V., e INDUSTRIAS MANUFACTURERAS MYR, S.A. DE C.V.
●Guatemala: GLOBAL TEXTILES, S.A.
●Brasil: RVB MALHAS y AMCM COM. IMP. EXP. E SERVIÇOS TECNICOS LTDA.
●Argentina: UNISOL S.A. - LA RIOJA.

Consumidores tienen la clave para un cambio real, desde campañas virales hasta realizar investigaciones, el público está más consiente que nunca de la esclavitud de la cadena de sumi-
nistro. Dicho esto, la pregunta es la siguiente: ¿Consumidores estarían dispuestos a pagar más por bienes y servicios libres de esclavitud? 
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El gobierno de Brasil cuenta con una amplia gama de herramientas en su lucha contra la esclavitud moderna, incluyendo: una definición progresiva de la esclavitud 
moderna en su código penal; un Plan Nacional integrado y multi-institucional para erradicar el trabajo esclavo ; una Grupo Especial de Inspección Móvil cuyos equipos 
interinstitucionales están integrados por inspectores laborales, fiscales y policías que realizan inspecciones no anunciadas de fábricas, granjas y empresas; un Registro 
de Empleadores, conocido popularmente como Lista Sucia, que publica los nombres de los empleadores que se benefician de la esclavitud moderna, y un mecanismo 
innovador denominado Pacto Nacional para Erradicar el Trabajo Esclavo donde el sector privado del país también se ha comprometido a través de la campaña intersecto-
rial.
Además del innovador acercamiento legal al fenómeno, Brasil ha implementado otras acciones para combatir el trabajo forzado con éxito. Entre dichas acciones, se 
pueden resaltar las siguientes:
La creación del Grupo Especial de Inspección Móvil bajo el Ministerio del Trabajo. El Grupo, compuesto por inspectores laborales, policías y fiscales, tiene la atribución 
de realizar inspecciones sorpresa de campo. Es decir, realizan inspecciones sin aviso en lugares donde se cree puede existir esclavitud moderna o donde ha habido 
denuncias de ello. Una vez determinado que existe trabajo esclavo, se “rescata” a los individuos explotados, se obliga al empleador a pagar lo que debe a los empleados, 
estos últimos se vuelven elegibles para apoyos financieros y entrenamiento laboral impartido por el Estado y finalmente se busca que se reintegren a la economía brasile-
ña. Para el 2016, 50,000 personas fueron rescatadas. Algunos ejemplos de esto en la industria textil son el rescate, en 2011, de 52 trabajadores produciendo artículos 
para la marca Zara, 37 bolivianos rescatados en 2014 produciendo para la empresa Renner y 16 bolivianos rescatados en 2010 produciendo para Marisa. Existen 
muchos casos más, mismos que pueden ser consultados en la liga a pie de página .
La formulación de la “Lista Sucia”. Cuando inspectores laborales determinan que hay evidencia de trabajo esclavo, se realiza una investigación más exhaustiva que 
determina si la fábrica, granja o corporativo debe ser incluído en la lista. La lista se actualiza cada 6 meses y se hace pública. Esto genera mala reputación entre los 
consumidores y, además, elimina el acceso de la empresa a créditos públicos, a algunos créditos privados y a veces enfrentan rechazo por parte de sus socios comercia-
les. El proceso no incluye una sentencia judicial y si en dos años cumplen lo requerido para eliminar el trabajo esclavo, son removidos de la lista.

El Pacto Nacional para Erradicar el Trabajo Esclavo. Establecido en 2005 con apoyo de la Organización Internacional del Trabajo y 3 ONG’s (Repórter Brasil, Observató-
rio Social e Instituto Ethos) busca promover responsabilidad social y una ciudadanía corporativa responsable. Propone que las empresas interesadas en combatir el ilícito 
implementen de forma voluntaria 10 medidas específicas; entre ellas: 
●Implementar políticas claras para eliminar la esclavitud de sus cadenas de suministro y restringir las relaciones comerciales con socios comerciales que aparecen en 
la Lista Sucia.
●Apoyar campañas de información diseñadas para prevenir la esclavitud, así como los esfuerzos para reinsertar a los trabajadores rescatados de la esclavitud en la 
economía brasileña. 
●Apoyar los esfuerzos del sector público emprendidos como parte del Plan Nacional para Erradicar el Trabajo Esclavo.
●Monitorear el progreso contra indicadores de desempeño corporativo.
●Reportar los resultados públicamente.
●Estar de acuerdo en permitir que un comité externo supervise el cumplimiento de estos compromisos.
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